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 LA PARTICIPACIÓN DEL PROMOTOR 












Desde hace tiempo son poco frecuentes las causas iurium en 
los tribunales eclesiásticos. En la Rota romana, a pesar de ser el 
tribunal «instantiæ superioris»1 para toda la Iglesia, el número de 
causas iurium, desde hace algunos años, es bastante escaso2. Este 
hecho es patente para cualquiera que tenga un cierto 
conocimiento del trabajo de los tribunales eclesiásticos3. Estos 
datos ¿tienen alguna trascendencia más allá de lo estadístico? 
 
1. Cfr Const. ap. Pastor bonus (en adelante PB), art. 126. Sobre este 
tribunal apostólico puede consultarse, entre otros, a C. DE DIEGO-LORA,  
I Tribunali della Sede Apostolica: «Il processo matrimoniale canonico», Città 
del Vaticano, 2ª ed., 1994, en especial 232-264; y Z. GROCHOLEWSKI, Co-
mentario a los cc. 1443-1444: A. MARZOA - J. MIRAS - R. RODRÍGUEZ-OCAÑA 
(ed.), «Comentario exegético al Código de Derecho Canónico», IV/1, 
Pamplona 1996, 894-899 (en adelante «ComExe», seguido del número de 
volumen y páginas). 
2. Para las causas iurium y penales de la Rota romana ver el buen resumen 
de V. PALESTRO, Rassegna di giurisprudenza rotale nelle cause iurium e 
penali (1909-1993), Roma 1996. El número total de causas que se reseñan son 
321; de ellas sólo 9 han sido sentenciadas en el periodo de 1983 a 1993 (diez 
años de vigencia del CIC). 
3. Sobre la actividad de los tribunales apostólicos y de las congregaciones 
romanas con competencias judiciales, cfr J. LLOBELL, Le norme della Rota 
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Llobell, en un reciente trabajo, califica el momento actual de  
la praxis procesal como «matrimonialización del proceso»4. La 
expresión guarda una cierta carga peyorativa, porque con ella 
busca el autor calificar una situación «preoccupante per motivi 
strettamente giuridici e di natura teologica»5. 
Así las cosas, la ocasión nos parece propicia para ofrecer a los 
estudiosos del derecho procesal un comentario sobre una decisión 
judicial no matrimonial. Las causas iurium pueden sugerir nuevos 
puntos de vista y temáticas inusuales que enriquecerán posible-
mente el acervo del canonista y completarán su patrimonio doc-
trinal. Por estas razones, el decreto, que es objeto de este comen-
tario, nos parece interesante en la actual coyuntura procesalista. 
La resolución es un decreto coram Palestro, de 28.IV.1993, 
acerca de un incidente de querella de nulidad, presentada, junto 
con la apelación de la causa principal, ante la Rota romana. La 
impugnación de la sentencia se pide por ausencia del promotor de 
justicia en la causa principal6. El pronunciamiento rotal no 
concede la nulidad a los reclamantes. La decisión fue confirmada 
por un segundo decreto coram Bruno de 27.X.1993. 
 
 
Romana in rapporto alla vigente legislazione canonica: la «matrimoniali-
zazione» del processo. La tutela dell’«ecosistema» processuale; il principio di 
legalità nell’esercizio della potestà legislativa : «Le “Normæ” del tribunale 
della Rota romana», Città del Vaticano 1997, 51-52. 
4. Ibidem, 51. 
5. Ibidem, 53. Entre esos motivos, Llobell enumera: efectos no deseables 
en relación al contradictorio y al mismo concepto de proceso; el riesgo de 
desnaturalización de la potestad judicial; etc. Sobre estos aspectos, cfr ibidem, 
51-55. 
6. La petición de nulidad se basaba en el c. 1622,5.º en relación con los cc. 
1431 y 1433. La causa principal versaba sobre el resarcimiento por daños, 
presuntamente producidos a unos fieles por un seminario y un santuario. La 
sentencia de primera instancia fue favorable a la parte demanda. Se recoge el 
texto del Decreto a continuación de estas páginas. 
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II. CONSTITUCIÓN Y NOMBRAMIENTO DEL PROMOTOR DE JUSTICIA 
 
El promotor de justicia7 es un oficio eclesiástico8 necesario en 
las diócesis según la ley universal de la Iglesia. Se debe constituir 
para las causas contenciosas en las que está implicado el bien 
público, y para las causas penales. Por oficio, ordena la norma, 
está obligado a velar por el bien público (c. 1430)9. La participa-
ción, por tanto, del promotor de justicia en las causas 
contenciosas viene reclamada cuando, en un determinado proceso 
contencioso, está comprometido el bien público. 
En cuanto a la constitución del oficio, el c. 1430 prescribe que 
«constituatur in diœcesi»10; en concordancia con esa norma, el c. 
1435, variando la regulación anterior11, reserva el nombramiento 
del promotor de justicia al Obispo, y el c. 1431 indica que el 
Obispo diocesano es competente para juzgar si en una causa con-
tenciosa está en juego el bien público. 
 
7. Sobre los orígenes del promotor de justicia y su posterior evolución, cfr 
F. ROBERTI, De processibus, I, Città del Vaticano 1956, 291-294 y F. X. 
WERNZ - P. VIDAL, Ius canonicum, IV, Romæ 1949, 101-103. 
8. Aunque el promotor de justicia no ostenta ningún tipo de potestad de 
régimen, es sin embargo un auténtico oficio eclesiástico. El c. 145 § 1 ha 
desvinculado la noción de oficio de la noción de potestad, de tal forma que no 
todos los oficios en la Iglesia tienen necesariamente que desempeñar una 
potestad de régimen. El c. 145 CIC 17, por el contrario, ligaba conceptual-
mente, en un sentido estricto, ambas nociones, la de oficio y la de potestad de 
jurisdicción (cfr J.I. ARRIETA, Comentario al c. 145: «ComExe», I, 914-918). 
Aun así, durante la vigencia del CIC 17 no faltaron autores que sostuvieran la 
naturaleza de oficio del ministerio público aunque en un sentido lato; por 
ejemplo, F. ROBERTI, De processibus…, 299. 
9. Cfr F.X. WERNZ-P. VIDAL, Ius canonicum…, 105, n. 116; K. 
MÖRSDORF, Lehrbuch des Kirchenrechts, III, Paderborn 1979, 56.  
10. Para las Iglesias orientales el c. 1094 CCEO impone la obligación del 
promotor de justicia en las eparquías. 
11. Cfr c. 1589 CIC 17; F.X. WERNZ-P. VIDAL, Ius canonicum…, 104; H. 
JONE, Commentarium in Codicem iuris canonici , III, Paderborn 1955, 42. 
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Los tribunales erigidos en las diócesis y en las estructuras 
jurídico-pastorales que se asimilan a éstas en derecho, prelaturas 
y abadías territoriales, vicariatos y prefecturas apostólicos, y la 
administración apostólica establemente erigida (c. 368), no 
agotan sin embargo el número de tribunales existentes en la 
Iglesia. Además de los erigidos en las Iglesias particulares y 
asimiladas, en efecto, existen otros tribunales, algunos de ellos de 
no poca importancia, como, por ejemplo, el tribunal que sólo 
corresponde al Papa en cuanto Romano Pontífice12, los tribunales 
de la Sede Apostólica13, el tribunal de la Nunciatura Apostólica 
de Madrid14. La organización judicial de la Iglesia se extiende 
además a los tribunales de los ordinariatos castrenses15 y las 
prelaturas personales16; y, en fin, el propio CIC da normas sobre 
los jueces de primera y segunda instancia para religiosos17. 
 
12. A él se reservan las causas mayores recogidas en el c. 1405 § 1. 
13. En la Santa Sede tienen competencia judicial para juzgar causas 
contenciosas, la Congregación del Culto Divino y de la Disciplina de los Sa-
cramentos (art. 68 PB), el Tribunal Supremo de la Signatura Apostólica (aa. 
122-123 PB) y el Tribunal Apostólico de la Rota romana (aa. 128-129 PB). 
14. Erigido por PÍO XI, m.p. Apostolico Hispaniarum Nuntio, 7.IV.1947: 
AAS 39 (1947) 155-163. 
15. Para los tribunales de los ordinariatos castrenses cfr JUAN PABLO II, 
Const. ap. Spirituali militum curæ, 21.IV.1986, art. XIV: AAS 78 (1986) 486. 
La constitución pontificia no obliga a tener tribunal de primera instancia, pero 
tampoco lo excluye, cfr Z. GROCHOLEWSKI, I tribunali delle Chiese particolari 
con speciale riferimento ai territori di missione: «Commentarium pro 
religiosis» 77 (1996) 298, nota 8. Antes de la entrada en vigor de la Const. ap. 
Spirituali militum curæ, tenían tribunal propio los ordinariatos de Australia 
[AAS 61 (1969) 761-764], Nueva Zelanda [AAS 69 (1977) 549-551] y Kenia 
[AAS 73 (1981) 278-280]. Para la situación actual, cfr A. VIANA, 
Territorialidad y personalidad en la organización eclesiástica. El caso de los 
ordinariatos militares, Pamplona 1992, 229, donde se da noticia de lo estable-
cido en los estatutos de unos quince ordinariatos castrenses. 
16. El tribunal de segunda instancia para la Prelatura personal de la Santa 
Cruz y Opus Dei es el tribunal del Vicariato de Roma, cfr Annuario pontificio 
per l’anno 1996, Città del Vaticano 1996, 1057. 
17. Cfr cc. 1427 y 1438,3.º. 
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Veamos en cada uno de estos tribunales cómo se constituye el 
promotor de justicia: 
a) El tribunal del Romano Pontífice18: el Papa tiene, en virtud 
de su propia misión, potestad judicial suprema, plena, inmediata 
y universal que puede ejercer siempre libremente (cfr c. 331). Si 
dejamos a un lado algunas normas por las que se dan a conocer 
ciertas especialidades de dicho tribunal19, el CIC no contiene 
otras prescripciones, lo cual es lógico si se ha sentado el principio 
de que el Romano Pontífice «ejerce siempre libremente» su 
potestad judicial. El c. 1442 señala los modos en que el Papa, 
como juez supremo, dicta sentencia: personalmente, mediante los 
tribunales ordinarios de la Sede Apostólica, o por jueces 
delegados. En el primer caso, no está vinculado por ninguna 
norma humana; en el segundo, esas decisiones no pueden 
calificarse como propias del Romano Pontífice, por tanto, están 
sometidas a la ley que el propio Papa ha dictado para dichos 
tribunales; y, en el tercero, cuando delega su potestad, esos jueces 
actúan atendiendo a las normas contenidas en la delegación. 
b) Tribunales apostólicos20 son la Signatura y las dos Rotas: 
la romana y la española. Los tres tienen leyes propias dadas por el 
Papa21. En el caso de la Rota española es un privilegio. En todas 
 
18. Cfr Z. GROCHOLEWSKI, Il Romano Pontifice come giudice supremo 
nella Chiesa : «Ius Ecclesiæ» 7 (1995) 39-64. 
19. Cfr, por ejemplo, cc. 331, 333-334, 1404-1405, 1442, 1629,1º. 
20. Se utiliza el término apostólico en el sentido de tribunales constituidos 
por ley del Romano Pontífice. 
21. Para la Signatura Apostólica: cfr Normæ speciales in Supremo Tribu-
nali Signaturæ Apostolicæ ad experimentum servandæ post Constitutionem 
Apostolicam Pauli PP. VI «Regimine Ecclesiæ Universæ», de 23.III.1968 (en 
adelante NSSA). Según el secretario de la Signatura, no están en vigor pero se 
observan de modo supletorio, cfr Z. GROCHOLEWSKI, Comentario al c. 1445 : 
«ComExe», IV/1, 910. Las NSSA pueden consultarse en «Ius canonicum» 9 
(1969) 501-520. Para la Rota romana: cfr Normæ Rotæ Romanæ Tribunalis, 
18.IV.1994: AAS 86 (1994) 508-540 (en adelante NRR). Para la Rota de la 
Nunciatura española: cfr PÍO XI, m.p. Apostolico Hispaniarum Nuntio, 
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ellas se contempla la figura del promotor de justicia como órgano 
adjunto al tribunal correspondiente22. El nombramiento de estos 
promotores de justicia corresponde al Romano Pontífice23. 
La Congregación de sacramentos tiene también competencia 
en un tipo de causas contenciosas, las que se refieren a la nulidad 
de la sagrada ordenación. El tratamiento de estas causas puede 
hacerse por vía administrativa, ante la propia Congregación, o por 
vía judicial, y entonces la Congregación comisiona la causa a un 
tribunal designado por ella (c. 1709)24. Como normalmente es un 
tribunal de los ya constituidos, contará con su promotor de 
justicia. 
c) Los tribunales de los ordinariatos y prelaturas personales, si 
se constituyen deberán contar con un promotor de justicia, 
porque, si bien el c. 1430 dice expresamente que «ha de 
constituirse en la diócesis», sin embargo, en la sistemática del 
CIC este oficio eclesiástico está contemplado como órgano 
tutelar del bien público en los tribunales de la Iglesia sometidos 
al derecho común. 
Los cc. 1430 a 1436, en efecto, se integran dentro del título 
codicial «De los distintos grados y clases de tribunales», capítulo 
primero, «Del tribunal de primera instancia», que prescribe 
normas sobre el juez (art. 1), los auditores y ponentes (art. 2) y el 
promotor de justicia, defensor del vínculo y notario (art. 3). Estas 
normas rigen para todos los tribunales eclesiásticos que no tengan 
otra ley procesal distinta a la universal y común de la Iglesia, 
 
7.IV.1947: AAS 39 (1947) 155-163. El m.p. contiene las Normas que ha de 
observar el tribunal de la Nunciatura Apostólica (en adelante NRNA). 
22. Cfr art. 1 § 4 NSSA, art. 6 § 1 NRR y art. 9 NRNA. 
23. Cfr art. 2 NSSA, art. 13 NRR y art. 11 NRNA. 
24. Sobre la naturaleza de la «comisión» que realiza la Congregación a un 
tribunal para que juzgue, cfr J. LLOBELL, Introducción al Título I: Del fuero 
competente: «ComExe», IV/1, 690. 
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estén erigidos para una diócesis, para varias25 (los tribunales 
interdiocesanos), por las Conferencias episcopales26, o 
correspondan a otros entes eclesiásticos con capacidad para tener 
tribunales, como es el caso de los ordinariatos y las prelaturas 
personales. En consecuencia, la norma que ordena constituir el 
promotor de justicia está más ligada a la erección del tribunal 
eclesiástico que a la estructura en que éste radica.  
El nombramiento del promotor de justicia corresponde, en los 
ordinariatos y en las prelaturas personales, a los oficios capitales 
de esas estructuras eclesiásticas27. 
d) De los tribunales para los institutos religiosos de derecho 
pontificio «el CIC no habla directamente (…), sino que se limita 
a indicar titulares de la potestad judicial para las controversias 
dentro de los institutos»28. La ordenación de esta materia  
compete al derecho propio de cada instituto; las normas del c. 
1427 §§ 1 y 2 son normas subsidiarias («nisi aliud in 
 
25. Para los tribunales interdiocesanos, cfr cc. 1423 y 1439 § 1 y además 
O. CHAMOSA, Organización judicial y tribunales regionales: «Excerpta e 
dissertationibus in iure canonico» 1 (1983) 345-382; C. ZAGGIA, I tribunali 
interdiocesani o regionali nella vita della Chiesa: «Dilexit iustitiam», Città del 
Vaticano 1984, 119-154; C. SECO, Los tribunales eclesiásticos regionales 
según el Código de Derecho Canónico de 25 de enero de 1983 : «Dimensiones 
jurídicas del factor religioso. Estudios en homenaje al Profesor López Alar-
cón», Murcia 1987, 573-594. 
26. Las Conferencias episcopales pueden constituir, a tenor del c. 1439 § 
2, tribunales de segunda instancia fuera de los casos previstos en el § 1 del 
mismo canon citado. 
27. Para la erección, en la Prelatura personal de la Santa Cruz y Opus Dei, 
del tribunal de primer grado y nombramiento de sus componentes, cfr Decretos 
del Prelado de 24.I.1996 [«Romana» 12 (1996) 26-27] y de 8.II.1996 [«Ro-
mana» 12 (1996) 27-28]. 
28. Z. GROCHOLEWSKI, Comentario al c. 1427: «ComExe», IV/1, 804; cfr 
cc. 1427 y 1438,3º. Tanto este autor como P.V. PINTO (I processi nel Codice di 
diritto canonico , Città del Vaticano 1993, 110, nota 156) incluyen también en 
el supuesto de la norma, por analogía a los religiosos, a los superiores de las 
sociedades de vida apostólica. 
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constitutionibus caveatur») de competencia29. Estos tribunales 
también deben tener promotor de justicia, el cual, para el 
derogado CIC 17, además de las cualidades comunes requeridas 
para ser titular del oficio, debía ser «miembro de la misma 
religión», requisito que parece se exigía  
ad valorem30. En cuanto a quién le corresponde nombrarlo, la 
doctrina postcodicial anterior mantenía diversidad de opiniones, 
mientras una minoría afirmaba que el nombramiento 
correspondía al Obispo, si las constituciones no decían otra cosa, 
la generalidad de los autores se inclinaban sin embargo por 
asignar esta competencia al superior del instituto religioso que 
tiene la potestad judicial31. 
 
 
III. NATURALEZA PROCESAL DE LA FUNCIÓN DEL PROMOTOR DE 
JUSTICIA 
 
El promotor de justicia, aunque pueda desempeñar otras fun-
ciones dentro de la curia 32, tiene una misión fundamentalmente 
procesal33, como oficio adjunto a los tribunales de justicia en la 
 
29. Un acabado estudio de estos tribunales puede verse en J. OCHOA, 
Ordinatio tribunalium religiosorum iuxta vigentem disciplinam: «Commen-
tarium pro religiosis» 63 (1982) 3-64; 64 (1983) 124-141. 
30. Cfr c. 1589 § 2 CIC 17 y F. CAPPELLO, Summa iuris canonici, III, 
Romæ 1955, 102. 
31. Cfr, para los partidarios de la primera tesis, F. DELLA ROCCA, 
Instituciones de derecho procesal, Buenos Aires 1950, 114; en contra, M. 
CONTE A CORONATA, Institutiones iuris canonici, III, Taurini 1933, 37, nota 6, 
y otros (Agustine, Vermeersch, etc.) citados por el traductor de della Rocca. 
32. «Al promotore di giustizia diocesano vengono affidati compiti di tutela 
del bene pubblico che si trovano fuori del campo strettamente giudiziale»: M.J. 
ARROBA, Diritto processuale canonico, Roma 1933, 196. 
33. «Ad causas contentiosas (…) et ad causas pœnales constituatur»: c. 
1430. Cfr C. DE DIEGO-LORA, Comentario al c. 1430 : «ComExe», IV/I, en 
especial el n. 3, 814-815 
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Iglesia34. Se integra, por tanto, en la organización judicial de la 
Iglesia, pero no constituye el tribunal: el promotor de justicia 
carece de potestad judicial35. 
Esta posición ocupada por el promotor de justicia y su depen-
dencia del Obispo o del Ordinario 36 no implica, sin embargo, que 
sea ni «emanación del poder ejecutivo»37, ni su representante 
ante los tribunales eclesiásticos38. Su misión no es fiscalizadora, 
en el sentido de vigilar desde la función ejecutiva la 
administración de la justicia. Esta misión pertenece al Obispo de 
la diócesis para su tribunal (cc. 392 y 1457) y, para toda la 
Iglesia, a la Signatura Apostólica (art. 121 PB). 
La defensa del bien público que corresponde al promotor de la 
justicia, le autoriza a intervenir en los procesos cuando así lo 
establezca el Obispo, la ley procesal o el juez. Ahora bien, su 
presencia en el proceso no es ni sustitutiva ni representativa de 
las otras partes, sino que el promotor de justicia tiene su propia 
legitimación para ser llamado al proceso y tutelar el bien público 
eclesiástico. 
El bien público, su proposición y defensa, es la misión enco-
mendada por el ordenamiento canónico al promotor de justicia 39. 
 
34. En los Vicariatos y Prefecturas apostólicos basta con elegir al 
promotor de justicia para cada causa, cfr M. MORENO, Derecho procesal 
canónico, Madrid 1956, 79. Su necesidad, por tanto, está en relación con la 
actividad procesal de los tribunales. 
35. Cfr D. LAZZARATO, Il promotore della giustizia esercita funzioni 
giurisdizionali?: «Il diritto ecclesiastico» 48 (1937), 366-368; este autor 
criticaba en su artículo la postura jurisdiccionalista defendida por L. SCAVO, Il 
promotore di giustizia nel processo canonico: «Rivista di diritto processuale 
civile» 14 (1937-I) 150-159. 
36. Al Obispo diocesano le corresponde nombrarlo (c. 1435), determinar si 
interviene en las causas contenciosas (c. 1431); y depende del Ordinario en 
aspectos especialmente relevantes del proceso penal (cc. 1721 § 1 y 1724). 
37. F. DELLA ROCCA, Instituciones de derecho…, 110. 
38. Cfr F. ROBERTI, De processibus…, 296. 
39. Cfr D. LAZZARATO, Il promotore della giustizia…, 366. 
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Y la ejerce en calidad de parte pública, de tercero interviniente o 
de consejero del tribunal.  
Como parte pública actúa en y ante el tribunal de justicia 
«cumpliendo simplemente funciones de parte: demandar, alegar, 
probar, impugnar, recurrir; siempre y únicamente en tutela del 
bien público»40. Este carácter es el que ha estado presente, con 
unos u otros matices (parte privilegiada, parte sui generis), en la 
doctrina postcodicial41 y puede seguir manteniéndose, a pesar de 
que algunas normas procesales relativas a las partes no se 
apliquen al promotor de justicia42, mientras otras normas que no 
afectan a las partes privadas, sin embargo se integran en el 
estatuto jurídico del promotor de justicia 43. La cualidad de parte 
pública supone que el promotor de justicia debe participar 
necesariamente44 en aquellos procesos en los que el bien público 
está implicado de alguna manera en el objeto del juicio. Cuando 
hablamos de participación necesaria se quiere subrayar la 
posición de parte propiamente dicha, «independientemente de 
que la parte actora lo invoque o no en su escrito de demanda»45. 
En algunos casos, esa participación tomará la posición de actor, 
pero en otras ocupará la situación del demandado, que deberá ser 
llamado a juicio para que pueda cons tituirse la relación procesal 
completa y hacer posible el juicio. 
 
40. C. DE DIEGO-LORA, Comentario al c. 1430…, 816. 
41. Cfr F. ROBERTI, De processibus…, 298; D. LAZZARATO, Il promotore 
della giustizia…, 366; M. MORENO, Derecho procesal…, 78-79; F. CAPPELLO, 
Summa iuris…, 108. 
42. Por ejemplo, ni puede ser declarado ausente (c. 1592), ni hace decla-
raciones de parte (cc. 1530-1538). 
43. Por ejemplo, la inhibición y recusación (cc. 1447-1451). 
44. El término «participación necesaria» lo hemos tomado de C. DE 
DIEGO-LORA (cfr su trabajo sobre Las causas de separación de cónyuges 
según el nuevo Código: «Dilexit iustitiam»…, 396-397, nota 13) con el fin de 
distinguirlo de la intervención forzosa de tercero del c. 1597. 
45. C. DE DIEGO-LORA, Las causas de separación de cónyuges según el 
nuevo Código : «Dilexit iustitiam»…, 397, nota 13. 
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Con esta participación no se agota sin embargo la función del 
promotor de justicia en el proceso canónico. Además de desem-
peñar el papel de parte pública, su actuación puede adoptar otras 
posiciones procesales que si son similares a las de parte procesal, 
sin embargo no podemos calificarla, en algunos supuestos, como 
tal parte en sentido estricto. En efecto, en algunos procesos con-
tenciosos el promotor de justicia puede actuar como un tercero 
interviniente voluntario (c. 1596) o forzoso (c. 1597), con un 
interés que puede verse afectado por la sentencia y pide, por ello, 
personarse en la causa46. En el caso de intervención voluntaria, la 
posición del promotor de justicia puede ser variada: principal (si 
del bien público nace un interés enfrentado a los que originaron el 
proceso); litisconsorcial (si se suma a una de las partes frente a la 
otra); accesoria (si se adhiere a una de las partes con el fin de 
sólo ayudarla)47. 
La presencia del promotor de justicia es reclamada además en 
algunas actuaciones concretas sobre las que debe emitir dictamen 
o voto. Actúa entonces como asesor público del tribunal de 
justicia. Hay entre esta forma de participación y las anteriores, en 
cuanto parte pública o interviniente, una sustancial diferencia, 
tanto en relación al título legitimador como a los efectos que se 
producirían si no se contara con la participación del promotor de 
justicia. De ahí la importancia de saber cuándo la participación 
del promotor de justicia es necesaria en cuanto parte o tercero 
interviniente (para todo el proceso), o necesaria antes de realizar 
un determinado acto procesal. 
 
46. La intervención como tercero en el proceso no suele ser tenida en 
cuenta por la doctrina canónica cuando estudia la actuación del promotor de 
justicia; puede comprobarse, por ejemplo, en F. ROBERTI, De processibus…, 
307-310; F. CAPPELLO, Summa iuris…, 104-105; G.M. USAI, Il promotore di 
giustizia ed il defensore del vincolo: «Il processo matrimoniale canonico», 
Città del Vaticano 1988, 136-137. 
47. Sobre las diversas clases de intervención de tercero voluntaria, cfr L. 
MADERO, La intervención de tercero en el proceso canónico, Pamplona 1982, 
79-123 (principal), 124-166 (accesoria o adhesiva) y 166-190 (litisconsorcial). 
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Esta triple situación en el proceso del promotor de justicia está 
en relación con los medios que emplea para el cumplimiento de 
su función. La doctrina tradicional dividió estos medios en dos: 
actio (quizá habría que añadir también exceptio) y votum48. Si es 
parte principal en el proceso o tercero, hace suyos, en general, los 
mismos derechos que a los privados concede el derecho. En caso 
contrario, cuando se requiere su voto, la actuación del promotor 
de justicia es «accessorius et ipse pars non semper efficitur»49, 
asiste a la evolución del proceso y da su opinión a los jueces 
acerca de la genuina ejecución de la ley. 
De las causas en las que puede o debe estar presente el 
promotor de justicia, aquí nos interesa analizar cuándo debe 
actuar en las causas contenciosas y en calidad de qué, como parte, 
interviniente, o asesor («peritus iuris»). 
 
 
IV. PARTICIPACIÓN DEL PROMOTOR DE JUSTICIA EN LAS CAUSAS 
CONTENCIOSAS 
 
La presencia del promotor de justicia en las causas 
contenciosas está regulada por el c. 1431. Según esa norma, salvo 
que la ley lo prescriba expresamente o sea evidentemente 
necesaria por la naturaleza del asunto, compete al Obispo 
diocesano juzgar si el bien público está implicado en las causas 
contenciosas y, por tanto, decidir acerca de la participación del 
promotor de justicia en ese tipo de causas. 
El texto del canon está redactado al revés de lo aquí escrito, 
pero nos parece que, si el juicio del Obispo es en defecto de la 
prescripción legal y de la naturaleza de las cosas, no debería 
enunciarse en primer término sino en último lugar. Es decir, la 
norma se entendería posiblemente mejor si dijera que en las 
 
48. Cfr F. ROBERTI, De processibus…, 307. 
49. Cfr ibidem, 310. 
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causas contenciosas se estima necesaria la participación del 
promotor de justicia cuando lo prescribe la ley o resulta evidente 
por la naturaleza del asunto. Si estas indicaciones faltasen, 
corresponde al Obispo diocesano juzgar si el bien público está 
implicado en la causa. En consecuencia, acerca de la intervención 
del promotor de justic ia en una causa contenciosa, el CIC 
establece esta prelación de normas: primero, la prescripción 
codicial; segundo, la naturaleza del asunto; y tercero, el juicio del 
Obispo diocesano. 
Antes de analizar cada uno de esos títulos de participación, 
parece conveniente advertir que no es claro el c. 1431 si inten-
tásemos saber a qué tipo de participación del promotor de justicia 
se está refiriendo. El canon utiliza el término «intervención»50 
que no es significativo de una determinada situación procesal de 
parte, pues puede servir para referirse a la actuación del promotor 
de justicia como parte pública, o también a su presencia como 
«peritus iuris». Por tanto, habrá que estar a lo que determina la 
ley en cada momento, según se desprenda de la naturaleza del 
asunto o de la determinación del Obispo. 
 
 
V. PARTICIPACIÓN POR DET ERMINACIÓN DE LA LEY 
 
La participación del promotor de justicia en los procesos con-
tenciosos puede venir requerida por imperio de la ley misma, 
independientemente del juicio sobre la implicación del bien 
público en una determinada causa (c. 1431). Cuando la ley 
 
50. El término es empleado por el CIC, en materia procesal, en siete 
ocasiones: las dos primeras, aplicadas al promotor del justicia, en el c. 1431 §§ 
1 y 2; las dos siguientes, en relación a la intervención de un tercero en la causa 
(cc. 1596-1597); dos referencias más tienen lugar en el proceso documental y 
en relación a la actuación del defensor del vínculo (cc. 1586 y 1588); y, por 
último, aplicado al titular de la acción para el resarcimiento de daños (c. 1729  
§ 2). 
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ordena que el promotor debe participar, no hacen falta ulteriores 
comprobaciones provenientes de la naturaleza del asunto o del 
juicio del Obispo. Si existe el mandato legal, no es necesario ya 
otro título legitimador. 
Hallamos preceptos que prescriben la intervención del 
promotor de justicia en el CIC y en las leyes propias de la 
Signatura Apostólica, de la Rota romana y de la Rota española 51. 
A cada uno nos referiremos en los apartados siguientes. 
 
1. Según las normas codiciales 
 
Los cánones del CIC que se refieren al promotor de justicia en 
causas contenciosas son de tres tipos: 
1.º los que establecen principios generales acerca del oficio del 
promotor de justicia, de su participación y de la disciplina en el 
cumplimiento de su función (cc. 1430-1436 y 1446-1457); 
2.º los que aluden al promotor de justicia sólo si interviene en 
el proceso; entre éstos se hallan, por ejemplo: debe ser oído antes 
de resolver la excepción de sospecha (c. 1451 § 1); puede incoar 
un proceso (c. 1501); puede presentar artículos para interrogar a 
los testigos (c. 1533); puede formular preguntas al testigo a través 
del juez (c. 1561); tiene el derecho de réplica en último lugar (c. 
1603); presentación de observaciones finales (c. 1606); su 
nombre debe constar en el texto de la sentencia (c. 1612); puede 
pedir la querella de nulidad (c. 1626); puede apelar (c. 1628) y 
también renunciar a la apelación (c. 1636 § 2); derechos que tiene 
en los procesos de nulidad matrimonial (c. 1678 § 1); en las 
causas de separación puede solicitar el proceso contencioso 
ordinario (c. 1693); 
3.º los que prescriben cuándo puede o debe intervenir en el 
proceso; que, en, concreto son sólo tres cánones: el c. 1431 § 2, 
 
51. Acerca de esta misma materia en el CIC 17, cfr F. ROBERTI, De 
processibus…, 305. 
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que establece una presunción de participación necesaria; el c. 
1674, norma que concede la legitimación al promotor de justicia 
para pedir la nulidad de un matrimonio en ciertas condiciones; y 
el c. 1696, que ordena la intervención del promotor de justicia en 
las causas de separación de cónyuges52. 
Por tanto, sólo en estos tres últimos casos tenemos una clara 
prescripción de la ley codicial acerca de la intervención del pro-
motor de justicia en las causas contenciosas. Conviene ahora 
examinar cada uno de esos supuestos. 
 
 
a) Presunción de participación 
 
El legislador canónico ordena que «si el promotor de justicia 
hubiera intervenido en la instancia precedente, se presume que es 
necesaria su intervención en el grado siguiente» (c. 1431 § 2). La 
presunción es, como todas las del CIC actual53, iuris tantum.  
El derecho presume que, si el promotor de justicia intervino en 
primera instancia, también deberá participar en la siguiente, a no 
ser que se pruebe lo contrario. La carga de la prueba recae, no en 
la parte que afirma la necesaria participación del promotor (c. 
 
52. Durante la vigencia del CIC 17, la ley codicial prescribía la parti-
cipación del promotor de justicia, entre otras, en las siguientes causas con-
tenciosas: la concesión a los menores de la restitutio in integrum (c. 1688 § 2); 
el recurso contra el rechazo de la demanda (c. 1709 § 3); las controversias 
sobre el derecho a un beneficio (c. 1734); las causas sobre patrocinio gratuito 
(c. 1915 § 2); las causas de nulidad matrimonial cuando el impedimento era 
público (c. 1971), etc.; cfr F. ROBERTI, De processibus…, 305; c. PALESTRO, 
23.IV.1993, n. 4, c). Además, el art. 16 de la Instr. Provida Mater (en adelante 
PrM) prescribía que el promotor de justicia debía intervenir en los procesos 
matrimoniales si se trataba de defender la ley procesal. En la actualidad este 
precepto no está vigente. 
53. Cfr K.E. BOCCAFOLA, Comentario al c. 1584 : «ComExe», IV/2, 1426. 
Para la presunciones en general, cfr la ya clásica monografía de E. 
LABANDEIRA, Las presunciones en Derecho canónico, Pamplona 1967. 
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1526 § 1), sino en la que niega esa participación, porque la 
presunción invierte el sentido del onus probandi (c. 1585). 
El texto del c. 1431 § 2 plantea la cuestión de qué tipo de 
actuación del promotor de justicia en la instancia inferior es la 
que hace «necesaria su intervención en el grado siguiente». La 
actuación del promotor en el proceso puede ser, como hemos 
visto, en calidad de parte, de tercero, o de consejero. 
Si participó en la primera instancia como parte o como tercero 
también deberá hacerlo en la segunda instancia, porque la 
relación procesal continúa en el grado siguiente. En estos casos, 
aunque pueda parecer superflua la norma del 1431 § 2, es útil sin 
embargo, porque el promotor de justicia titular que debe 
participar en segunda instancia no es el de primera, sino el propio 
del tribunal donde se esté decidiendo la causa. 
Por el contrario, la actuación del promotor de justicia como 
asesor o consejero, si se produjo en primer grado, no por ello es 
necesaria en la instancia superior, pues el voto del promotor de 
justicia se solicita sólo para aquellos casos que están prescritos o 
en los que el juez lo cree necesario; si ninguno de esos casos se 
dan en la instancia superior, no tiene por qué actuar el promotor 
de justicia, aunque por ese motivo hubiera intervenido en la 
instancia menor. 
Por tanto, la presunción del c. 1431 § 2 se refiere a la 
participación del promotor de justicia en el proceso como parte o 
como interviniente voluntario o forzoso; si por tales títulos actuó 
en la instancia precedente, se presume que debe hacerlo en la su-
perior, a no ser que se pruebe lo contrario 54. 
 
54. La norma del c. 1431 § 2 da pie para sostener que si la presunción 
opera sólo en la participación del promotor de justicia como parte o como 
tercero, entonces no es una presunción iuris tantum, sino iuris et de iure, pues 
necesariamente el promotor de justicia debe estar presente en la segunda 
instancia sin que pueda oponerse prueba en contrario, porque la parte y el 
tercero interviniente son titulares de la relación procesal que aún sigue viva. 
Ante estas opiniones puede también mantenerse el carácter iuris tantum de la 
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b) Participación en las causas de nulidad matrimonial 
 
El promotor de justicia puede impugnar el matrimonio si la 
nulidad se ha divulgado y no es posible o conveniente su conva-
lidación55. Esta norma no es aplicable a la impugnación del 
matrimonio si ha muerto alguno de los cónyuges56. 
Durante la vigencia del CIC 17, la petición de nulidad del 
matrimonio por el promotor de justicia podía ser por derecho 
propio o previa denuncia del cónyuge inhábil57. La petición de 
 
presunción. En efecto, es posible, al menos en la participación o intervención 
del promotor de justicia en el proceso, que siendo parte o tercero en primera 
instancia, no sea necesaria su intervención en segunda por pérdida del título 
legitimador, es decir, en aquel proceso dejó de estar implicado el bien público 
y, en consecuencia, no era necesaria su tutela por el ministerio público. Así, 
por ejemplo, no es parte el promotor de justicia en un proceso de nulidad de 
matrimonio aunque él mismo lo iniciara como actor (c. 1674,2.º) si mientras se 
suceden las actuaciones muere uno de los cónyuges. En segunda instancia, en 
un caso de este tipo, el bien público que tutela el promotor de justicia dejó de 
estar implicado al fallecer uno de los cónyuges. Vid. la nota 56. 
55. Sobre la participación del promotor de justicia en los procesos de 
nulidad matrimonial, cfr F.M. CAPPELLO, La figura giuridica del promotore di 
giustizia e la sua funzione nel processo matrimoniale canonico : «Studi in 
onore di Carlo Calisse», II, Milano 1939, 169-188; M. MIELE, Il promotore di 
giustizia nelle cause di nullità del matrimonio: «Studi sul processo matri-
moniale canonico», Padova 1991, 133-178, en especial pueden verse las pp. 
167-178; a este tema dediqué parte del Comentario al 1674: «ComExe», IV/2, 
1849-1865. 
56. Cfr Sentencia de la Signatura Apostólica c. TRAGLIA, 3.VII.1971: 
«Periodica» 61 (1972) 147-151. Tuve ocasión de referirme a este particular en 
el Comentario al c. 1675: «ComExe», IV/2, 1866-1881, en especial, 1874-
1875. 
57. Cfr c. 1971 CIC 17; aa. 35 y 37 a 41 PrM. Hice un resumen las 
cuestiones entonces suscitadas en Comentario al 1674…, 1853-1854. Sobre 
los diferentes aspectos actuales de la legitimación en las causas de nulidad, 
puede consultarse el acabado estudio de G. GARRALDA, La legitimación en el 
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nulidad a la que precedía denuncia del cónyuge inhábil era en 
realidad un modo práctico de resolver la denegación de la legi-
timación ad processum a esos cónyuges y la nulidad de sus 
matrimonios, sin obligarles a vivir en perpetuo concubinato58. 
Esta situación no se aclaró hasta que una interpretación auténtica 
determinó que la participación del cónyuge inhábil en el proceso  
no suponía necesariamente la nulidad de la sentencia59. Desde el 
punto de vista de la legitimación, esto quería decir que esos cón-
yuges eran verdadera parte en el proceso. 
Con la normativa anterior cabía la posibilidad de entender que 
la impugnación del promotor de justicia proveniente de la 
denuncia realizada por el cónyuge inhábil era procedente bajo el 
amparo  
de una subrogación del derecho a pedir la nulidad del vínculo 
matrimonial. El promotor pedía la impugnación porque el 
cónyuge estaba inhabilitado por haber sido causa de la nulidad, 
pero una vez comenzado el proceso, podía intervenir en él. La 
participación del promotor de justicia en esos supuestos era en 
orden a presentar la demanda de nulidad, con la posibilidad de no 
realizar después ulteriores actos, lo cual no dejaba de ser una 
situación anómala en el contexto de los principios procesales. 
En la actualidad no debería ser posible mantener la situación 
anterior60. Entre otras razones porque la denuncia, como instituto 
jurídico, ha desaparecido; si el promotor de justicia recibiere 
noticia de la presunta nulidad de un matrimonio, no debe ser 
 
proceso declarativo de nulidad matrimonial: «Cuadernos doctorales» 10 
(1992) 13-84. 
58. Cfr «Communicationes» 2 (1970) 189. 
59. «D.: An inhabilitas coniugis ad accusandum matrimonium, a canone 
1971 § 1,1º statuta, secumferat incapacitatem standi in iudicio, ita ut sententia 
vitio insanabilis nullitatis laboret iuxta canonem 1892,2º. R .: Negative»: AAS 
38 (1946) 162. 
60. El decreto rotal comentado es de opinión diversa: cfr c. PALESTRO, 
23.IV.1993, n. 4, b). Se apoya en una c. WYNEN, 30.I.1936: SRRD 28 (1936) 
77. 
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considerada como denuncia en sentido estricto, porque, insisto, 
ésta ya no existe jurídicamente para el matrimonio. Por ello, si 
previa noticia el promotor de justicia pidiera la nulidad del 
vínculo conyugal, lo haría por derecho propio, como promotor de 
justicia a tenor del c. 1674,2.º. A este motivo se añade otro más 
determinante, relacionado con los mismos cónyuges, los cuales, 
en la actual normativa, no tienen limitación alguna (ni por su no 
pertenencia a la Iglesia, ni por ser causa la nulidad) para 
impugnar su aparente matrimonio. 
Con el c. 1674,2 º, el promotor de justicia ha visto ampliada y 
clarificada su legitimación para impugnar el matrimonio en los 
supuestos de hecho descritos en la norma codicial. Esta impug-
nación «vi muneris»61 significa que el ministerio público ostenta, 
en esos casos, el derecho de acción para pedir la nulidad del 
vínculo matrimonial por el interés que tiene, para el bien público 
eclesial, evitar situaciones públicas de concub inato62. 
En estos supuestos de impugnación del matrimonio por el 
promotor de justicia no se da la dependencia de éste con su Ordi-
nario, como existe, por ejemplo, en el ejercicio de la acción 
penal, donde el promotor de justicia es casi un «representante» 
del Ordinario, pues a éste corresponde: determinar si se abre la 
investigación previa (c. 1717 § 1); decretar que se proceda 
judicialmente (c. 1718 § 1, 1721 § 1) o por decreto extrajudicial 
(c. 1720); autorizar la renuncia a la instancia (c. 1724); etc. Para 
el ejercicio de la acción de nulidad de matrimonio, por el 
contrario, el promotor de justicia es autónomo63, no necesita de 
ningún permiso ni autorización para presentar la demanda ante el 
tribunal competente, basta con cumplir, como cualquier parte, los 
requisitos exigidos por el derecho, y en especial que se dé en esa 
 
61. G.M. USAI, Il promotore di giustizia…, 137. 
62. Cfr «Communicationes» 11 (1979) 259. 
63. Cfr c. PALESTRO, 23.IV.1993, n. 4. 
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nulidad el supuesto de su divulgación, como es requerida por el c. 
1674,2.º. 
A la actuación del promotor de justicia en los procesos de nuli-
dad se refiere además otro canon de los que regulan expresamente 
dicho proceso. En efecto, el c. 1678 § 164 prescribe el derecho del 
promotor de justicia a asistir al examen de las partes, testigos y 
peritos, además de conocer las actas judiciales y examinar los 
documentos. Este mismo derecho corresponde al defensor del 
vínculo y a los abogados de las partes privadas. 
En resumen, el promotor de justicia: 
1.º por el interés legítimo que tutela, ostenta en su estatuto 
jurídico, entre otros, el derecho de acción de nulidad de matri-
monio, si se da el supuesto legal exigido; 
2.º está legitimado por el CIC para ejercitar ese derecho de 
acción de un modo independiente, como las partes privadas, en 
los supuestos legales que le corresponden; 
3.º en el desarrollo del proceso el legislador le reconoce expre-
samente, como a las demás partes, las posibilidades dimanantes 
de los principios dispositivo y de defensa en relación al interés 
público que representa. 
Todo ello nos hace pensar que la participación del promotor de 
justicia en los procesos de nulidad matrimonial como actor se 
lleva a cabo en calidad de parte pública, frente a las otras dos 
formas en que puede hacerlo, en otros procesos, es decir, como 
tercero interviniente o como consejero del tribunal. En este 
sentido, el promotor de justicia, cuando impugna el matrimonio, 
se introduce en la relación jurídica procesal con el mismo carácter 
que el defensor del vínculo aunque en posiciones diversas. Lo 
que a éste le compete en defensa del vínculo, le corresponde 
igualmente a aquél en defensa de la nulidad. 
 
64. A esa norma hay que sumar los cc. 1501, 1533, 1561, 1603, 1606, 
1612, 1626, 1628, 1636 que, en relación al proceso contencioso ordinario, de 
modo expreso aluden a la actuación del promotor de justicia cuando participa 
en la causa. 
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c) Participación en los procesos de separación de cónyuges 
 
El promotor de justicia también debe participar en los procesos 
de separación de los cónyuges. Está prescrito en el c. 1696. El 
texto de la norma es claro al respecto y además señala la razón 
por la cual es necesaria esa participación: «las causas de 
separación de cónyuges también afectan al bien público»65. La 
participación  
del promotor de justicia es necesaria tanto en la separación por 
adulterio (c. 1152) como por otras causas (c. 1153)66. La norma 
remite al c. 1433 acerca de la sanción que se otorga a la eventual 
falta de participación. 
El CIC además se refiere al promotor de justicia en el c. 1693 
§ 1, por el cual, al igual que las partes, puede solicitar que se siga 
el proceso contencioso ordinario en lugar del contencioso oral. 
El CIC sin embargo no dice de modo expreso en calidad de 
qué participa el promotor de justicia en los procesos de 
separación. Sí pueden extraerse del cuerpo codicial algunos datos 
normativos que son útiles, aunque no definitivos, para aventurar 
con fundamento una posible resolución a este silencio del CIC. 
Por el CIC se sabe que la tutela del bien público en los 
procesos de separación corresponde sólo y exclusivamente al 
promotor de justicia; en ningún caso al defensor del vínculo, que 
no participa en estas causas sino en las «que se discute (…) la 
nulidad o disolución de un matrimonio» (c. 1432). 
Si en los procesos de nulidad matrimonial el promotor de 
justicia estaba legitimado para pedir la impugnación del vínculo 
 
65. El CIC 17 nada establecía sobre la participación del promotor de 
justicia en las causas de separación. Esta situación dio lugar a diversas opi-
niones doctrinales sobre si era en efecto necesaria, cfr C. DE DIEGO-LORA, Las 
causas de separación…, 397. 
66. Cfr ibidem. 
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(c. 1674,2.º), esa legitimación no le es reconocida en los procesos 
de separación; en consecuencia, el promotor de justicia no es 
titular de un derecho de acción por el que pueda solicitar el 
ministerio del juez en estos casos. 
Entonces cabría pensar que su actuación es la análoga al 
defensor del vínculo, pero en las causas de separación. Mantener 
esta postura sólo es posible si se sostiene que el bien público 
eclesial es de modo absoluto defender el restablecimiento de la 
vida conyugal, dado que el legislador alaba que el cónyuge 
inocente admita «de nuevo al otro a la vida conyugal» (c. 1155) y 
recomienda que se perdone al cónyuge adúltero (c. 1152 § 1). Sin 
embargo, siendo esto cierto, no parece que se pueda llevar hasta 
el extremo de reducir el oficio del promotor de justicia, en los 
procesos de separación, a un papel de defensa de la «communitas 
vitæ»67. Y ello por dos razones:  
La primera, de tipo procesal, proviene del mismo CIC, el cual, 
si bien exhorta a la reconciliación entre los litigantes en todos los 
procesos, siempre lo hace salvada la justicia 68, y, además, enco-
mienda sobre todo al oficio de los jueces, no del promotor de 
justicia, procurar que esa reconciliación se lleve a término69. 
La segunda razón se centra en la clase de bien que tutela el 
promotor de justicia en los procesos de separación, pues no siem-
pre es la comunidad de vida el bien que debe defenderse sobre 
todos los demás; en la vida familiar hay otros que tienen siempre 
un valor superior a la convivencia conyugal. Así ocurre, por 
 
67. Cfr Gaudium et spes, 48. 
68. Cfr, por ejemplo, c. 1446 § 1. 
69. Esto se deduce del c. 1446, primero del capítulo que lleva por título 
«del oficio de los jueces y de los ministros del tribunal», y también de los 
cánones concretos que se refieren de modo expreso a la conciliación (cfr cc. 
144 §§ 3 y 2, 1659 § 1, 1676, 1695), que encomiendan al juez la puesta en 
marcha de los medios para alcanzar la reconciliación entre las partes en litigio. 
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ejemplo, con la propia fe del cónyuge o la de los hijos; la vida del 
cónyuge o la de los descendientes70. 
El promotor de justicia debe participar necesariamente en los 
procesos de separación de cónyuges, pero no como actor ni 
tampoco como convenido, porque el interés que legitima su parti-
cipación no le otorga el carácter de demandante ni tampoco el de 
demandado. No cabe pensar, sin embargo, en una presencia del 
promotor de justicia como mero asesor del juez, para algún acto 
concreto que requiera el voto previo del promotor de justicia: esta 
opción es contraria, en nuestra opinión, al espíritu del c. 1696, 
que requiere –por eso remite al c. 1433– la presencia del 
promotor de justicia para tutelar el bien público. 
La única solución posible, para explicar procesalmente el 
papel del promotor de justicia en estos procesos es la del instituto 
jurídico del tercero interviniente de los cc. 1596-159771. En 
efecto, el promotor de justicia interviene en las causas de 
separación para defender en ella el bien público eclesial, el cual 
puede coincidir con el de alguna de las partes, y entonces nos 
encontraremos ante un litisconsorcio entre una de las partes (la 
actora o la demanda) y el promotor de justicia, o no coincidir, es 
decir, cabe que el promotor de justicia entienda que la tutela del 
bien público le obliga a tomar una posición diferente a la 
defendida por las partes en el juicio. En todo caso, la intervención 
del promotor de justicia en estas causas es necesaria (c. 1597) por 
mandato legal (c. 1696); por tanto, el juez viene obligado a citarlo 
ex officio72. 
 
70. Sobre los principios informadores de la vida matrimonial, cfr J. 
HERVADA, Comentario al c. 1151: «Código de Derecho Canónico. Edición 
bilingüe y anotada» Pamplona 1992 (en adelante «CIC Pamplona»). 
71. Para un comentario de esos cánones, cfr L. MADERO, Comentario a los 
cc. 1596-1597: «ComExe», IV/2, 1470-1476. 
72. En cierto sentido (no precisa en este caso oír a las partes) nos 
encontramos aquí con un supuesto del tradicional instituto procesal 
denominado «iussu iudicis», que se mantiene aún vigente, cfr ibidem, 1475. 
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2. Según las leyes propias de los tribunales apostólicos 
 
Las leyes propias de los tribunales apostólicos (Signatura 
Apostólica, Rota romana y Rota de la Nunciatura Apostólica en 
Madrid) también tienen algunas prescripciones que ordenan la 
participación del promotor de justicia en determinadas causas. 
 
 
a) Las normas de la Signatura Apostólica 
 
En las NSSA73 son frecuentes, más que en el CIC, las 
referencias al promotor de justicia y a su participación en los 
distintos procesos. Hay que destacar la variedad de la compe-
tencias de este alto tribunal (aa. 122-124 PB). 
En el título «de singulorum muneribus» encontramos los pri-
meros artículos que ordenan, en diverso grado, la participación 
del promotor de justicia en el examen y admisión de las 
demandas (art. 8 NSSA): en las causas contenciosas en las que 
está implicado el bien público; y en causas llevadas a la sectio 
altera a tenor del los aa. 106-107 de la «Regimini Ecclesiæ 
universæ»74. Esas causas son: las contencioso-administrativas, 
los conflictos de competencia entre los dicasterios, las cuestiones 
administrativas que las Congregaciones le encomienden y las 
cuestiones confiadas por el Papa. En todas ellas, el promotor de 
justicia debe ser citado y como tal «dimicat pro iustitia et 
veritate»75 en el proceso. 
 
73. Lo que sobre las NSSA se diga, debe tomarse con la reserva de que 
son disposiciones no vigentes, aunque se sigan aplicando, en la medida que no 
contradigan el nuevo derecho, vid. nota 21. 
74. En la actualidad, cfr art. 123 PB y Z. GROCHOLEWSKI, Comentario al 
c. 1445…, 903-905. 
75. Cfr art. 10 § 1 NSSA. 
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En relación a la sectio prima76, las NSSA no dan una norma 
de participación del ministerio público que englobe a todas las 
causas que son competencia de dicha sección, sino que hallamos 
preceptos dispersos por los distintos procesos. Así, por ejemplo, 
en la impugnación de las sentencia rotales por querella de nulidad 
o restitutio in integrum, se exige la intervención del promotor de 
justicia en la fase de admisión o rechazo (aa. 30 § 2 y 35 NSSA), 
de litis contestatio (aa. 37 y 39 NSSA) y de discusión de la causa 
(aa. 44 y 49 § 2 NSSA). Además debe participar también el pro-
motor de justicia en las causas acerca de excepciones de sospecha 
contra los auditores rotales y los conflictos de competencia entre 
tribunales inferiores (aa. 69 y 70 NSSA)77. 
La figura del promotor de justicia en el tribunal supremo de la 
Iglesia según estos datos entresacados de las NSSA aparece, en la 
generalidad de los procesos, en calidad de vigilante de la justicia 
y de la verdad, que defiende y expone generalmente con sus 
votos en las distintas fases del juicio. Es decir, lo que hemos 
llamado en estas páginas «peritus iuris» o consultor, no es una 
actuación de parte propiamente dicha (como ocurre, por ejemplo, 
en los procesos de nulidad de matrimonio en los que es actor), 
sino que cumple con sus dictámenes el trámite que exige la ley 
para determinados actos en orden a que se dé una genuina 
aplicación de la ley78. 
 
 
76. Para su actual competencia, cfr art. 122 PB y Z. GROCHOLEWSKI, 
Comentario al c. 1445…, 905-908. 
77. No añadimos las causas contra los auditores rotales por actos 
realizados en el ejercicio de sus funciones (c. 1457 § 1), en las que siempre 
debe participar el promotor de justicia (art. 75 NSSA) por ser ésta una materia 
penal, cfr art. 74 NSSA, donde se prescribe que el proceso en estos casos debe 
seguir las normas del juicio criminal. Tampoco hemos hecho mención de las 
medidas contra abogados y procuradores por ser éstas de carácter 
administrativo: cfr Z. GROCHOLEWSKI, Comentario al c. 1445…, 909. 
78. Cfr P.V. PINTO, I processi…, 118; C. DE DIEGO-LORA, Comentario al 
c. 1431: «ComExe», IV/1, 821. 
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b) Las normas de la Rota romana 
 
Las NRR dejan a juicio del Ponente cuándo el promotor de 
justicia debe intervenir en los procesos contenciosos (art. 24 § 1); 
además se establece que éste sea oído: en el incidente de 
patrocinio gratuito (aa. 27 y 117); en la convocación del turno por 
el ponente si la causa es en primera instancia (art. 55 § 1). Las 
demás referencias al promotor de justicia se refieren a él si 
participa en la causa79. 
De las prescripciones de las NRR aquí recogidas, se puede 
deducir que las normas que ordenan oír al promotor de justicia en 
algunos actos concretos, contemplan al ministerio público como 
asesor del tribunal. La otras normas, sobre todo las que repiten de 
una u otra forma las cláusula «in causis in quibus intersunt»80, 
contemplan, por el contrario, al promotor de justicia participando 
en el proceso, aunque no se den los datos normativos necesarios 
para saber si esa participación es en calidad de parte o de tercero 
interviniente. Estas deducciones son lógicas si tenemos en cuenta 
que la Rota romana fundamentalmente es un tribunal de 
instancia, el superior81, por lo que la actuación (como parte o 
tercero interviniente) del promotor de justicia normalmente 
vendrá dada porque participó en la instancia precedente. 
 
c) Las normas de la Rota de la Nunciatura española 
 
Por último, las NRNA. Éstas, además de hacer recaer en el 
Nuncio la determinación de cuándo debe intervenir el promotor  
 
79. Cfr aa. 50, 87 § 1, 97 § 1, 101, 114 NRR; cfr C. DE DIEGO-LORA, 
Comentario al c. 1431…, 820-821. 
80. Está en plural porque el art. 87 § 1 se refiere a los dos oficios públicos, 
promotor de justicia y defensor del vínculo. 
81. Cfr art. 126 PB. Las competencias de primera instancia de la Rota se 
regulan en el art. 129 PB. 
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de justicia, prescriben que esa participación es necesaria cuando 
intervino en la instancia precedente y cuando lo exija la 
naturaleza del asunto (art. 27 NRNA). No hay otras normas que 
de modo directo se apliquen a la intervención del promotor de 
justicia de la Rota de la Nunciatura. Pudiera, sin embargo, afectar 
a esta materia, depende del sentido que se le otorgue, la norma 
del art. 49 NRNA, por la cual no se admite en la Rota de la 
Nunciatura «otro procedimiento judicial fuera del establecido en 
el Derecho canónico, ya sea en el Código, ya en otras normas 
dictadas o que se dicten». Aunque siempre quedaría firme la 
prescripción del art. 27, propia de la Rota, frente a otros posibles 
del CIC que ordenen la participación del promotor de justicia en 
un determinado proceso. 
 
 
VI. PARTICIPACIÓN EXIGIDA «EX NATURA REI» 
 
El c. 1431 § 1 termina con la orden de que el promotor de 
justicia debe participar necesariamente en la causa, porque sea 
evidente dada la naturaleza del asunto. El precepto, aunque 
parece claro, no es sin embargo explícito y personalmente nos 
parece un poco desconcertante. ¿Qué asuntos son esos que por 
naturaleza hacen evidente la necesaria participación del promotor 
de justicia? El CIC no lo dice, entre otras cosas, porque si lo 
dijera, la presencia del promotor de justicia vendría reclamada 
entonces por la misma ley y no por la naturaleza del asunto. Hay 
asuntos, por tanto, de los que nada dice la ley canónica codicial, 
que «ex natura rei» requieren la presencia necesaria del promotor 
de justicia. 
Cierta orientación sobre cómo interpretar en la práctica el 
canon, puede aportarnos el antiguo art. 27 § 1 NRR. El artículo se 
refería a la participación del promotor de justicia en las causas 
contenciosas llevadas a la Rota romana. Después de prescribir la 
competencia del Ponente en esta materia, señalaba, «a no ser que 
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la intervención del promotor de justicia sea evidentemente 
necesaria por la naturaleza del asunto, como en las causas...», y 
enumeraba una serie de ellas (de impedimento para contraer 
matrimonio, de separación entre los cónyuges, acerca de la 
existencia de pías fundaciones y de derecho de patronato) a modo 
de ejemplo de lo que se quería decir con el «ex natura rei».  
Para el tribunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica de 
Madrid rige en la actualidad una norma muy parecida; está 
recogida también en el art. 27 NRNA. El precepto contiene la 
misma relación ejemplificativa de causas que «ex natura rei», 
según el legislador, hacen evidente la presencia del promotor de 
justicia. La única diferencia entra ambos artículos es que el de las 
NRNA añade a la lista la salvaguarda de la ley procesal. 
La doctrina también ha puesto ejemplos de qué tipo de causas 
o procesos hacen necesaria, de modo evidente, la participación 
del ministerio público. Algún autor ha enumerado recientemente 
que ese tipo de causas son, por ejemplo, las que se refieren a la 
validez de la sentencia judicial, o de los actos públicos 
eclesiásticos, y también las que tratan de los intereses de los entes 
o personas públicas eclesiásticas82. 
Llama la atención, a pesar de la claridad de los ejemplos, que 
tenga que explicarse una materia calificada de evidente y que 
afecta a un asunto tan sensible, por el posible desamparo en que 
se puede encontrar, como es la defensa del bien público de la 
Iglesia. Lo evidente no debería ser tan poco explícito que necesite 
ulteriores determinaciones. Y, por otro lado, ¿quién juzga si la 
natura rei hace evidente la participación del promotor de justicia? 
 
82. Cfr P.V. PINTO, I processi…, 116 y autores allí citados. Parece 
conveniente señalar que, en la actual normativa, el promotor de justicia no 
representa, ante los tribunales eclesiásticos, a las personas jurídicas (cc. 118 y 
1480), aunque estén bajo la potestad de jurisdicción del Ordinario. En el su-
puesto del c. 1480 § 2, si el Ordinario actuara en juicio por medio del promotor 
de justicia, éste no participaría en cuanto ministerio público, sino en el lugar y 
condición de los representantes negligentes de la persona jurídica. 
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El in fine del c. 1431 § 1 me parece que tiene como 
destinatario principal al juez. La cláusula de la participación 
necesaria del promotor de justicia evidenciada por la naturaleza 
del objeto del litigio no puede tener otro interlocutor que el 
mismo juez que está conociendo de la causa83. Aquel, enterado 
de la petición hecha por el actor, deberá citar al ministerio fiscal 
como parte pública o como tercero necesario, cuando el mismo 
tribunal juzgue que la naturaleza del asunto así lo reclama. Si las 
partes privadas se opusieran, entonces compete al Obispo 
diocesano juzgar sobre la implicación del bien público (c. 1431 § 
1). 
Es el juez, en definitiva, quien llama al proceso al promotor de 
justicia, para realizar la actividad que le corresponda cuando así 
lo prescriba la ley84 o resulte evidente de la naturaleza del asunto;  
sea en un caso o en otro, el juez deberá apreciar la necesidad de la 
participación del promotor de justicia. Y es en esta apreciación 




VII. PARTICIPACIÓN DETERMINADA POR EL OBISPO DIOCESANO 
 
«En las causas contenciosas compete al Obispo diocesano 
juzgar si está o no en juego el bien público» (c. 1431). A modo de 
ejemplo, y referido a la legislación de 1917, se enumeraban, entre 
otras, las siguientes causas en las que, a instancia del Obispo dio-
cesano (entonces era el Ordinario), debía estar presente el 
promotor de justicia: causas espirituales (fe y costumbres, 
sepultura eclesiástica), causas de estado religioso de las personas 
 
83. «Solo il giudice potrà valutare nelle singole cause l’evidente ne-
cessità»: M.J. ARROBA, Diritto processuale…, 196. 
84. Menos en el caso del c. 1674, donde el promotor de justicia toma la 
iniciativa, que le otroga el canon, de ser verdadero actor en una causa de 
nulidad de matrimonio. 
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(bautismo, matrimonio), causas de legitimación de la 
descendencia, causas acerca de menores, etc.85. 
 
 
1. Identificación del Obispo diocesano en los distintos 
tribunales 
 
En el c. 1586 CIC 17 era el «Ordinario» el que tenía esta 
competencia, mientras que en el art. 16 PrM se decía «el Obispo 
o el colegio», pero sólo para decidir si intervenía el promotor de 
justicia para defender la ley procesal en las causas matrimoniales. 
Hoy, por derecho común, sólo el Obispo diocesano tiene esta 
competencia. Por tanto, no corresponde ni al Obispo auxiliar,  
ni a los Vicarios generales o episcopales, ni tampoco al Vicario 
judicial86. Sí corresponde, por el contrario, a todos aquellos que 
el legislador equipara a los Obispos diocesanos (cc. 381 y 368), 
como son: prelados o abades territoriales, prefectos o vicarios 
apostólicos y administradores apostólicos de administraciones 
apostólicas erigidas de modo estable. 
En los tribunales que no pertenecen a estructuras diocesanas o 
explícitamente equiparadas a ellas, y en los tribunales de 
religiosos no parece que pueda regir esta misma norma del c. 
1431; ni así se ordena, ni éstos tribunales tienen un Obispo 
diocesano como exige el supuesto de hecho del canon. En efecto, 
el examen de los diversos casos da los siguientes resultados: 
En el tribunal del Romano Pontífice, el juicio sobre si está im-
plicado el bien público corresponderá al propio Romano Pontífice 
o a quien él designe 87. 
 
85. Cfr F. ROBERTI, De processibus…, 305-306. 
86. El supuesto de sede vacante o impedida no está contemplado por la 
norma procesal. En todo caso lo que parece lógico es que el bien público no se 
quede sin la tutela necesaria. 
87. Si juzga personalmente el Papa, no está vinculado por ninguna ley, cfr 
Z. GROCHOLEWSKI, Comentario al c. 1442: «ComExe», IV/1, 892-893. 
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En el tribunal de la Signatura Apostólica, nada dicen las NSSA 
de a quién compete determinar si está implicado el bien público 
en alguna causa contenciosa88. Roberti se inclinaba por aplicar 
una norma análoga a la que prescribían las normas de la Rota ro-
mana89. 
Las normas de la Rota romana prescriben expresamente que el 
promotor de justicia interviene también «en las causas 
contenciosas en las que, a juicio del Ponente, el asunto afecta al 
bien público, sobre todo en lo que atañe a las leyes procesales»90. 
Es el Ponente de cada turno el que determina la participación del 
promotor de jus ticia. 
Consideración aparte merece el tribunal de la Congregación de 
Sacramentos, único competente para las causas contenciosas de 
nulidad de orden sagrado91. Sobre este tribunal conviene hacer 
las siguientes observaciones: a) el dicasterio no suele juzgar las 
causas por sí mismo, sino que las remite a un tribunal designado 
por él (c. 1709 § 1); b) al dicasterio sólo le competen las causas 
acerca de la nulidad de la sagrada ordenación, no cabe por tanto 
duda sobre si está implicado el bien público. El propio CIC 
prescribe que, en estos procesos, es parte el defensor del vínculo 
(c. 1711). Una posible actuación del promotor de justicia podría 
provenir –de modo análogo a lo que ocurre con el vínculo 
matrimonial (c. 1674,2.º)– del derecho a impugnar la ordenación; 
aunque el c. 1708 habla de acusación del Ordinario, esta acción la 
ejercita comúnmente el Ordinario por medio del promotor de 
 
88. El art. 10 § 1 NSSA, que sería uno de los lugares apropiados para 
hacer esa prescripción, dice, entre otras cosas: «Promotor iusititiæ (…) 
intervenit (…) in causis contentiosis in quibus publicum bonum in discrimen 
vocari postest». 
89. Cfr F. ROBERTI, De processibus…, 307, nota 8. 
90. NRR, art. 24 § 1. 
91. Para lo que se refiere a estas causas, cfr J. PUNDERSON, Introducción 
al T. II. «De las causas para declarar la nulidad de la sagrada ordenación» y 
comentario a los cc. 1708-1712: «ComExe», IV/2, 2013-2028. 
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justicia92. La Congregación, en fin, dictó en 1931 unas normas 
(no se conoce que haya dado unas nuevas adaptadas al CIC) para 
la instrucción de las causas de nulidad de la sagrada 
ordenación93, y mantiene una comisión especial, creada por 
rescripto pontificio de 2.XII. 1929, para el tratamiento de dichas 
causas. 
Las Normas de la Rota de la Nunciatura Apostólica de Madrid 
también regulan expresamente esta competencia, en el art. 27: 
«Pertenece al Nuncio Apostólico determinar cuándo debe el 
Fiscal intervenir en las causas contenciosas, para defender el bien 
público». 
Sobre quién juzga, en los tribunales de los ordinariatos y de las 
prelaturas personales, de la implicación del bien común en las 
causas contenciosas, es una cuestión que debería regularse en los 
reglamentos de dichos tribunales94. Las soluciones que éstos 
adopten pueden ser tan variadas como las que hemos examinado 
hasta ahora: que sean los respectivos prelados de esas estructuras, 
de modo análogo a lo dispuesto por el c. 1431; o el ponente de la 
causa, como en las NRR, etc. 
 
92. Cfr F. ROBERTI, De processibus…, 306, nota 7, F. CAPPELLO, Summa 
iuris canonici, III, Romæ 1955, 104, n. 97; L. DEL AMO, Comentario al c. 
1708: «CIC Pamplona», 1024; R. RODRÍGUEZ-OCAÑA, Comentario al c. 1501 : 
«ComExe», IV/2, 1173-1174. 
93. Cfr SCDS, Decr. et Regulæ Ut locorum ordinarii: AAS 23 (1931) 
457-492. 
94. La posible actividad reglamentaria particular, en relación al proceso, 
aparece contemplada por el CIC en algunos supuestos concretos (la relación no 
nos parece que deba tenerse por cerrada), como son: qué personas deben ser 
admitidas en el aula del juicio (c. 1470 § 1); forma de hacer las notificaciones 
(c. 1509); plazos de caducidad (c. 1520); formulación de nuevas preguntas a 
los testigos (c. 1561); extensión y ejemplares de las defensas (c. 1602 § 3); 
expensas judiciales (c. 1649 § 1); y ejecución de la sentencia (c. 1653 § 1). 
Para un breve comentario sobre esta normativa, cfr M.F. POMPEDDA, Diritto 
processuale nel nuovo Codice di diritto canonico: revisione o innovazione? : 
«Studi di diritto processuale canonico», Roma 1995, 82-94. 
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Para los tribunales de los institutos religiosos de derecho pon-
tificio los cc. c. 1427 §§ 1 y 2 son normas subsidiarias, «nisi aliud 
in constitutionibus caveatur». Además se dijo, en el apartado 
dedicado a la constitución del ministerio público, que la 
ordenación de los tribunales para religiosos compete a cada 
instituto. Por tanto, para lo referente a la participación del 
promotor de justicia en los procesos contenciosos, se aplicarán 
las normas establecidas por cada instituto al respecto. 
 
 
2. Forma y carácter de la participación 
 
El Obispo diocesano, dada la trascendencia que tiene la 
cuestión en orden a los efectos que de esa participación del 
promotor de justicia se siguen, debería emitir el juicio sobre la 
implicación del bien público mediante decreto, lo cual será 
prácticamente necesario si el Obispo diocesano interviene para 
resolver las distintas posturas mantenidas por el juez y las partes 
cuando son contrarias en este aspecto. 
La participación del promotor de justicia podría ser solicitada 
ante el Obispo diocesano por el ministerio público, así al menos 
lo contemplaba el art. 16 PrM. La iniciativa también puede 
provenir del juez, de las partes o del mismo Obispo diocesano. En 
todos estos casos se ve muy conveniente que el Obispo diocesano 
lo ordene por decreto. 
¿Qué clase de participación es la que procede del juicio del 
Obispo diocesano? De las tres posibles, parte pública, tercero 
interviniente y asesor del tribunal, no parece que esta última sea 
la que se contempla en estos supuestos, por la siguiente razón: si 
el Obispo diocesano ha decidido que está implicado el bien 
público en una causa determinada, esto quiere decir que, como 
mínimo, existe un interés suficiente para que el promotor de 
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justicia intervenga como tercero95 (c. 1596 § 1). Pero es que, 
además, esa intervención por decreto del Obispo diocesano y en 
el contexto del c. 143196 no puede dejar de ser necesaria, es decir, 
en la que el ministerio público adoptará una postura procesal 
separadamente de las partes o en litisconsorcio con alguna de 
ellas para todo el proceso; la actuación del promotor de justicia 
no se circunscribe entonces a un determinado acto para el que se 
solicitara su voto por parte del juez. Debe aclararse, sin embargo, 
que si el proceso tuviera diferentes capítulos, el promotor de 
justicia sólo debe tutelar aquél que afecte al bien público97. 
 
 
VIII. NULIDAD DE LOS ACTOS, NULIDAD DE LA SENTENCIA Y 
FALTA DE CITACIÓN DEL PROMOTOR DE JUSTICIA 
 
En aquellas causas que requieran la presencia del promotor  
de justicia, si no ha sido citado, «acta irrita sunt», a no ser que se 
haga presente de hecho o, al menos, antes de la sentencia, exa-
minadas las actas, haya podido cumplir su misión (c. 1433). 
Los antecedentes de la disposición contenida en el c. 1433 se 
localizan, por lo que se refiere al promotor de justicia, en las 
disposiciones precodiciales que sancionaban con la nulidad de la 
sentencia si no participaba en los procesos criminales98. En el 
caso del defensor del vínculo, el precedente se localiza en la 
Const. Dei miseratione, que dio origen precisamente a la 
 
95. Es el interés en la causa el que justifica precisamente el instituto 
jurídico-procesal del tercero, cfr L. MADERO, La intervención de tercero …, 
38-42; S. ALONSO - M. CABREROS, Comentarios al Código de Derecho Canó-
nico, III, Madrid 1964, 592. 
96. El canon citado gira alrededor de la necesaria participación del 
promotor de justicia: (necesaria) porque lo prescribe la ley, y necesaria «ex 
natura rei» (§ 1); necesaria se presume si intervino en la instancia anterior (§ 
2). 
97. Cfr F. ROBERTI, De processibus…, 306-307. 
98. Cfr ibidem, 294, que se apoya en Pellegrini. 
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constitución del oficio 99. En ella se preceptuaba que el defensor 
del vínculo ha de ser tenido como parte necesaria para la validez 
e integridad del proceso. Y en el caso de no ser citado, las 
diligencias y actuaciones se consideraban nulas de modo análogo 
a la nulidad surgida por la falta de citación de una de las 
partes100. 
El CIC 17 recogió ambas disposiciones y las aunó con nueva 
redacción en el c. 1587, norma compleja, que dio lugar a ciertas 
divergencias en su interpretación101. El texto del c. 1433 ha 
intentado mantener parecidos criterios y subsanar las diferencias 
producidas en la interpretación de la anterior normativa 102. En 
todo caso, la actual reglamentación es, en principio, más simple 
en su redacción, aunque sigue guardando algunas puntos oscuros 
cuando se intenta armonizar con el resto de las normas sobre 
nulidad de actos procesales. 
 
 
1. Nulidad de los actos por falta de citación del promotor de 
justicia 
 
El c. 1433 está pensado para garantizar la presencia del 
ministerio público en los procesos que le competen frente a la 
posible negligencia del juez. El supuesto de hecho que contempla 
 
99. Cfr BENEDICTO XIV, Const. ap. Dei miseratione, 3.XI.1741: «Codicis 
iuris canonici fontes», I, Romae 1926, 695-701. 
100. Cfr ibidem, § 7. 
101. Cfr I. NOVAL, De processibus, Romæ 1920, 82; F.X. WERNZ - P. 
VIDAL, Ius canonicum, VI, Romæ 1927, 105; F. ROBERTI, De processibus…, 
300-301; A. VERMEERSCH - J. CREUSEN, Epitome iuris canonici , III, 
Mechliniæ -Romæ 1956, 24; M. CONTE A CORONATA, Institutiones iruis 
canonici, III, Romæ 1956, 47-48. 
102. Un pormenorizado estudio del c. 1433 desde la perspectiva del 
defensor del vínculo puede hallarse en A. CORBÍ, El defensor del vínculo 
matrimonial, Tesis doctoral defendida en la Facultad de Derecho, Universidad 
de Navarra, Pamplona 1994, 236-248. 
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la norma supone que el juez no ha citado al promotor de justicia 
en aquellas causas que requieren su presencia.  
La norma exige, en primer lugar, que el promotor de justicia 
esté en el juicio como tal promotor de justicia, es decir, como 
titular de ese oficio y en el desempeño de sus funciones; en caso 
contrario, el c. 1433 no sería de aplicación103. 
No distingue la norma codicial si la presencia del promotor de 
justicia en el proceso deriva de ser parte actora o demandada, un 
tercero interviniente, o porque se requiere su voto para un acto 
concreto. Como el canon no hace ninguna diferencia ésta no se 
debe producir en la práctica. Cabría sin embargo interpretar que 
el texto «in causis in quibus promotoris iustitiæ (…) presentia 
requiritur» del canon, a no ser que se fuerce su sentido, no 
autoriza a sostener que la petición por parte del juez al promotor 
de justicia para que emita su voto pro rei veritate, en 
cumplimiento de su misión de consejero o asesor del tribunal, 
pueda equivaler a estar presente en la causa en el sentido que 
indica la norma del c. 1433. Esta interpretación podría quedar 
avalada por el tenor literal del in fine del canon, por el cual queda 
subsanada esa presencia si examina las actas antes de la 
sentencia, medida excesiva si estamos contemplando la actuación 
puntual del ministerio público. 
Mas aunque así fuera, conviene recordar que esos actos se-
guirían siendo nulos porque pueden ser incluidos dentro de los 
supuestos de hecho del c. 127 § 2,2.º: si el derecho exige el 
consejo para la realización del acto, éste es nulo si el consejo no 
se solicita. Por tanto, el voto del promotor de justicia, cuando lo 
prescribe la norma procesal, es preceptivo bajo pena de nulidad 
del acto. 
 
103. La doctrina mantenida por una c. WYNEN, 30.I.1936: SRRD 28 
(1936) 74 ss, nn. 4-9, debe ser actualizada. Su recepción, después de la PrM, 
no fue unánime: cfr F. DELLA ROCCA, Instituciones de derecho…, 112-113, 
nota 27; S. ALONSO-M. CABREROS, Comentarios al Código…, 286-287. 
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Las otras dos formas de presencia del promo tor de justicia 
concuerdan más con el tenor del c. 1433, pues se refieren a una 
presencia continuada a lo largo de la causa, en la que intervienen 
porque así lo mandó la ley, lo exigía de modo evidente la 
naturaleza del asunto o lo juzgó conveniente el Obispo diocesano. 
A este tipo de actuación o presencia del promotor de justicia se 
aplica de modo directo el precepto del c. 1434, que autoriza al 
ministerio público a valerse de los medios instrumentales de 
parte. 
Por tanto, cuando el promotor de justicia actúa como parte o 
como tercero interviniente en el proceso, si no se le cita, los actos 
son nulos, a no ser que se hubiera presentado de hecho o, exa-
minadas las actas, haya podido cumplir su misión antes de dictar 
la sentencia. 
Por último, es oportuno adve rtir que el c. 1433 es una norma 
que, dependiendo de la interpretación que se le dé, puede originar 
una praxis procesal contraria al espíritu que la inspira. En efecto, 
una hermenéutica minimalista descubriría inmediatamente que la 
validez de los actos se salva, según la letra del 1433, si antes de  
la sentencia se transmiten las actas al ministerio fiscal para que 
cumpla su misión. De esta forma, mediante un aparente y escru-
puloso respeto a letra del canon se desvirtúa precisamente su 
finalidad, que no es otra que garantizar la presencia del ministerio 
fiscal en los actos procesales de las causas en las que por oficio 




104. En un valioso estudio sobre la codificación de 1917, se sostiene que 
con el c. 1587 CIC 17 se quería proteger la presencia efectiva del ministerio 
público en cada uno de los actos procesales, cfr E. DE LEÓN, Partes procesales 
y apelación en el proceso de nulidad matrimonial. Estudio histórico-crítico de 
la codificación de 1917, Tesis doctoral defendida en el Pontificio Ateneo de la 
Santa Cruz, Roma 1989, 118. 
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2. Nulidad de la sentencia por falta de citación del promotor de 
justicia 
 
El c. 1433, como acabamos de indicar, cumple la misión de 
hacer posible la presencia del ministerio público en todos los 
actos del proceso que requieren la tutela del bien público. Es, por 
tanto, una norma que crea las condiciones para hacer posible un 
justo desenvolvimiento de la tutela del bien púb lico. La falta de 
esas condiciones implica la nulidad de los actos para las que se 
dictan, pero esto no necesariamente implica que la sentencia de 
ese proceso quede también viciada de nulidad. 
De todas formas, no cabe duda que, en cierta manera, el c. 
1433 puede ponerse en conexión con la nulidad de la sentencia a 
tenor de los cc. 1620 y 1622 donde se contienen las causas que 
vician de nulidad sanable o insanable a las sentencias. 
Así, por ejemplo, la sentencia sería nula insanablemente, si el 
promotor de justicia105 no presentó la demanda en los supuestos 
del c. 1674,2.º; o el juicio se entabló sin él, a pesar de ser el 
legitimado pasivo de la relación procesal (c. 1620,4.º), etc. 
De las nulidades de la sentencia que posiblemente estén más 
relacionadas con el c. 1433 se destacan fundamentalmente tres: 
nulidad insanable por denegación del derecho de defensa al pro-
motor de justicia (c. 1620,7.º); nulidad sanable por basarse en un 
acto judicial afectado a su vez de nulidad y no subsanado (c. 
1622,5.º), o porque la sentencia fue dada contra una parte legí-
timamente ausente (c. 1622,6.º). 
El derecho a la defensa no sólo se predica de las partes 
privadas, también forma parte del patrimonio jurídico del minis-
terio público. Este derecho está íntimamente conectado con los 
principios jurídico-naturales de audiencia e igualdad106, que im-
pregnan todo el proceso y no se satisfacen sólo con la formal 
 
105. Se supone que tampoco la presentan los cónyuges. 
106. Acerca de los principios procesales jurídico-naturales, cfr A. DE LA 
OLIVA - M.A. FERNÁNDEZ, Derecho procesal civil, I, Madrid 1986, 103-122. 
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citación de las partes107. Por esta razón, la norma del c. 1433  
no presupone que se haya respetado el derecho de defensa del 
ministerio público aun en el supuesto de haber podido examinar 
las actas antes de la sentencia. Una cosa es que el promotor de 
justicia, por el examen del sumario haya tenido noticia de todo el 
proceso, lo cual subsana la falta de citación, y otra distinta es que 
con ese trámite se haya satisfecho la legítima tutela del bien 
público. En algunos supuestos de falta de citación, podría 
encubrir además la denegación del derecho de defensa de la parte 
pública, susceptible de producir la nulidad, no de los actos (c. 
1433), sino de la misma sentencia (c. 1620,7.º). 
En cuanto a las nulidades sanables de la sentencia, la que 
proviene de fundamentarse la sentencia en un acto judicial 
afectado de nulidad y no subsanado a tenor del c. 1619, está 
claramente relacionada con el c. 1433. La sanación del c. 1619, 
sólo es aplicable a las causas que no afectan al bien público, por 
lo tanto, no la hay si la presencia del promotor de justicia es 
necesaria. De todas formas, sigue vigente la exigencia de que el 
acto judicial haya sido sanado, lo cual, en este supuesto, sólo 
acontecerá si se cumplen los requisitos del c. 1433. También se 
debe tener presente que la nulidad de algunos actos previos a la 
sentencia puede llegar a ser nulidad insanable. La doctrina 
reciente, entre esos casos, incluye la falta de citación del 
promotor de justicia, cuando su exclusión supone la denegación 
del derecho de defensa del bien público108. 
 
107. Cfr, entre otros, los estudios de C. GULLO, Il diritto di difesa nelle 
varie fasi del processo matrimoniale: «Il diritto alla difesa nell’ordinamento 
canonico», Cittá del Vaticano 1988, 29-50; A. BLASI, Il diritto di difesa negli 
istituti processuali canonici: «Archivio giuridico Filippo Serafini» 207 (1987) 
89-110; y para el tema en la jurisprudencia, G. ERLEBACH, La nullità della 
sentenza giudiziale «ob ius defensionis denegatum» nella giurisprudenza 
rotale, Città del Vaticano 1991. 
108. Cfr A. STANKIEWICZ, Comentario al c. 1622: «ComExe», IV/2, 
1632-1633. 
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El supuesto de nulidad sanable del c. 1622,6.º incluido en este 
apartado mejora la situación de la parte legítimamente ausente del 
proceso si se compara con el CIC 17109. El supuesto está relacio-
nado también con el c. 1433 a pesar de que al promotor de 
justicia no se le puede declarar ausente del juicio 110. Aquí lo que 
contempla la norma es el reverso de lo establecido por el c. 1433, 
es decir, que el ministerio fiscal haya sido citado y sin embargo 
no acudiera al proceso. Esta ausencia del promotor de justicia 
puede darse bien, en un acto concreto, en algunos o durante todo 
el proceso. 
Para parte de la doctrina anterior, la «ausencia» del ministerio 
público, supuesta su legítima citación, podía dar lugar a la 
nulidad de la sentencia, a no ser que las actas fueran sometidas a 
su examen111; otros autores, por el contrario, no hallaban en el 
cuerpo legal normas que autorizaran a sostener la nulidad de la 
sentencia por esa causa112. 
Hoy podría mantenerse que, aunque legalmente a la parte pú-
blica no se le puede declarar ausente del proceso, la similitud 
entre ese instituto procesal y la no presencia del ministerio 
público, podría proporcionar las bases para solicitar la nulidad 
sanable de la sentencia. De todas formas, desde un punto de vista 
 
109. A la parte ausente se le concedía antes el beneficio de la restitutio in 
integrum para apelar (c. 1847 CIC 17), cfr «Communicationes» 11 (1979) 130 
y A. STANKIEWICZ, Comentario al c. 1622…, 1633. En la actualidad, a tenor 
del c. 1593 § 2, la parte no compareciente puede impugnar la sentencia si 
prueba que su ausencia se debió a un legítimo impedimento, que, sin culpa por 
su parte, no le fue posible demostrar antes. 
110. El ministerio público, en cuanto oficio eclesiástico, no puede ser 
declarado ausente, sí puede estar vacante o impedido el oficio, o su titular 
puede ser negligente en su ejercicio. Sobre los oficios eclesiásticos, cfr E. 
LABANDEIRA, Tratado de Derecho administrativo canónico, Pamplona 1993, 
102-119 y la bibliografía allí citada. 
111. Cfr I. NOVAL, De processibus…, 82; F. ROBERTI, De processibus, 
II…, 229; A. VERMEERSCH - J. CREUSEN, Epitome iuris canonici, III…, 24 
112. Cfr J. TORRE, Processus matrimonialis, Napoli 1956, 56-57; L. DEL 
AMO, La defensa del vínculo, Madrid 1954, 229. 
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de técnica procesal, se ve más conveniente que el juez, por estar 
implicado el bien público en la causa –ésta es la razón por la cual 
se cita al ministerio público– y haber peligro de que la sentencia 
sea gravemente injusta113, reclame dicha presencia y solicite, en 
su caso, las sanciones oportunas al Obispo114; para ello tiene las 
facultades necesarias de intervención que el CIC le otorga (c. 
1452). 
 
113. Injusta también por posible nulidad de la sentencia, cfr F. ROBERTI, 
De processibus, II, Romæ 1926, 229, aplicado al defensor del vínculo.  
114. El CIC prevé algún tipo de sanción, cfr c. 1457 § 2. Cfr F. ROBERTI, 
De processibus, I…, 301. En esta materia, por ser de derecho público (ius 
cogens), el juez puede y debe intervenir de oficio. 
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Anno Domini 1993, die 28 aprilis, infrascripti RR. PP. DD. Victorio 
Palestro, qui et Ponens, Cormac Burke et Thomas Doran, Auditores de Turno, 
legitime congregati ad definiendam quæstionem incidentalem de qua supra: 
«Utrum, nempe, sententia Tribunalis Diœcesani Mediolanensis diei 1 iulii 
a. 1992 nullitate laboret ex can. 1622, n. 5 conlatis cann. 1431 et 1433 CIC», 
hoc tulerunt 
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DECRETUM 
 
1) Sorores MM, libello die 24 iunii a. 1973 Tribunali Ecclesiastico 
Diœcesano Mediolanensi, ratione can. 1572, § 2 competenti, exhibito, in 
iudicium rapuerunt SS eiusdem civitatis, ut damnarentur «al risarcimento dei 
danni sia materiali che morali che verranno specificati in corso di causa», vel 
quia SS recusaverat emere earum domum, haud obstantibus pactionibus initis, 
vel quia tum SS decotionem societatis aviculturæ, quam detinebant, provo-
caverunt. 
Interim, tamen, sorores MM petitionem porrexerunt Supremo Tribunali 
Signaturæ Apostolicæ ad obtinendam prorogationem competentiæ apud S. 
Romanæ Rotæ Tribunal vel apud Tribunal primæ instantiæ Vicariatus Urbis, 
sed Supremum Tribunal, decreto diei 10 decembris a. 1974 (5641/74 C.P.), 
Commissionem expostulatam non concessit. 
Tunc Tribunal Mediolanense aditum, decreto diei 4 octobris a. 1975, 
libellum reiecit «a norma del can. 1709, perché incompetenti a trattare la 
questione proposta», cum controversia attingat bona SS non vero iura aut bona 
temporalia Episcopi aut Mensæ vel Curiæ Diœcesanæ. 
Sorores MM non acquieverunt et novo libello diei 22 decembris a. 1975 
Tribunal Brixien. adiverunt quod, decreto diei 15 ianuarii a. 1976, libellum 
reiecit ex eo quod «dall'attenta lettura del libello non ravvisiamo la lesione di 
alcuna norma ecclesiastica, per cui sia necessaria l'azione del Tribunale Eccle-
siastico, il quale giudica in forma processuale solo in presenza di violazione di 
diritti per stabilire la colpa giuridica e l'eventuale pena». 
Recursum sorores MM interposuerunt ad Tribunal Mediolanense (cfr. can. 
1610, 3 CIC a. 1917) quod, decreto diei 5 iulii a. 1976, libelli acceptationem 
iussit cumque res esset de competentia Tribunalis Brixien. neque causa fumo 
boni iuris destituta appareret. 
Sed Tribunal Diœcesanum Brixiense, dato decreto die 5 novembris a. 1976, 
causam iudicandam circa meritum remisit Tribunali Diœcesano Metropolitano 
Mediolanensi. 
Partibus adstantibus, die 7 octobris a. 1977 dubium concordatum fuit iuxta 
formulam: 
«Se i convenuti debbano essere condannati al risarcimento dei danni 
materiali e morali, da calcolarsi anche in via equitativa a favore delle attrici 
secondo quanto espresso e richiesto nel libello presentato dalle stesse, 
compresi gli interessi a saldo e vittoria di spese». 
2) Instructoria expleta per iudicialem excussionem partium testiumque, 
documentisque quam plurimis actis adnexis et actis publicatis, sorores MM, 
novo Patrono in Urbe constituto, querelam nullitatis ad Tribunal Apostolicum 
Rotæ Romanæ interposuerunt adversus decretum Tribunalis Mediolanensis diei 
30 octobris a. 1980, denuo in causa vocantes Exc.mum Ordinarium Brixiensem 
ad normam can. 1557, § 2, lº tunc vigentis, sed Rota Romana conformibus 
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decretis (dd. 22 novembris a. 1982, 29 ianuarii a. 1987 et 21 iulii a. 1987) 
exceptionem reiecit. 
Supremum Tribunal Signaturæ Apostolicæ sententia diei 30 iunii a. 1990 
expostulatam restitutionem in integrum adversus præfata decreta rotalia recu-
savit. 
Et ita, post quattuordecim annos a dubio concordato, decretum conclusionis 
in causa latum fuit die 5 octobris a. 1991. 
Die 1 iulii a. 1992 sententia primi iudicii gradus prodiit, qua negative ad 
omnia respondetur: «cioè la parte attrice non ha alcun diritto di essere risarcita 
di nessun danno né materiale, né morale, da parte dei convenuti». 
Adversus hanc decisionem Cl.mus partis actricis Patronus, Adv. Carolus 
Gullo, appellationem apud Nostrum Apostolicum Tribunal interposuit insi-
mulque querelam nullitatis sententiæ «de qua ai fini del can. 1622, n. 5 in 
relazione con i cann. 1431 et 1433» proposuit. 
Habito voto Promotoris Justitiæ diei 10 novembris a. 1992, infrascriptus 
Ponens, partibus in causa Patrono ex officio assignato, decreto diei 8 februarii 
a. 1993 statim solvendam esse statuit quæstionem incidentalem de nullitate 
sententiæ, forma iudicii non servata, id est per Memorialia (cfr. art. 108 
conlato art. 112 Normarum Rotæ Romanæ Tribunalis) ac terminos pro 
exhibitione Memorialium præfixit. 
Habitis nunc partium Patronorum Memorialibus una cum voto Promotoris 





3) Ministerii publici munus in Ecclesia duobus publicis officialibus 
committitur, nempe Promotori Justitiæ et Vinculi Defensori. 
Promotoris Justitiæ interventus requiritur ad iustitiam et legem tuendas 
intuitu providendi bono publico, semper in causis pœnalibus et nonnullis in 
causis a jure expresse prævisis, vel in causis contentiosis, si iudicio Ordinarii 
(et etiam Judicis), bonum publicum discrimen patiatur, vel, si et quatenus, ex 
natura rei quæ pertractatur, eius interventus evidenter necessarius sit, iudicio 
pariter Ordinarii (et etiam Judicis), vel, denique, in gradu ulteriore judicii 
quando in præcedenti instantia Promotor Justitiæ vocatus fuerat (cfr. cann. 
1430-1431). 
Defensor vinculi vero ex officio intervenire debet pro defendendo vinculo 
sacræ ordinationis et matrimonii (cfr. can. 1432). 
Vere quidem defensio vinculi matrimonialis et sacræ ordinationis ad bonum 
publicum pertinet (cfr. can. 1691) et iis in casibus etiam judex ex officio 
procedere potest (cfr. can. 1452, § 1), sed ex mente sui institutoris Vinculi 
Defensor munus diversum exercet: activitas Defensoris vinculi ad unum 
ordinata est quia semper et omni in casu vinculum tueri tenetur (cfr. can. 
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1432), dum Promotor Justitiæ pro rei veritate certat ad bonum publicum 
tuendum, quatenus iustitiam et legem ex officio repræsentat, omnia deducens et 
animadvertens ad hunc finem rationesque sui interventus in iure et in facto 
proponens, tamquam custos boni publici et vindex legis. 
Promotor Iustitiæ stat vero apud Tribunal, sed non constituit Tribunal, 
immo potius, in pluribus, morem partium gerit in iudicio, uti normæ Codicis 
demonstrant (cfr., v. gr., cann. 1674, 2º; 1434; 1533, ect.), potestatem exse-
cutivam apud Tribunalia non repræsentat neque invigilat in iustitiæ rectam 
administrationem cum id Ordinario competat et Ordinario subiectus sit. 
4) Dum Promotoris Justitiæ activitas lege sancitur et eius officia 
determinantur (cfr. can. 1430) participatio tamen in causa de facto non est 
autonoma cum plerumque in causa vocari debeat vel saltem Judex eidem acta 
remittet ut munere suo fungatur (cfr. art. 24, § 2 Norm. Rotæ Romanæ 
Tribunalis), excepto casu, de quo in can. 1674, 2º, nempe accusationis matri-
monii si nullitas iam vulgata sit et factum eidem directe innotescat vel 
denunciatum sit. 
Sed Ordinarius vel Judex necessario tenentur Promotorem Justitiæ in 
causam vocare sub pœna nullitatis actorum (cfr. can. 1433), vel in causis de 
bono publico, quæ ex expresso legis præscripto determinantur: causæ crimi-
nales, causæ nullitatis matrimonii, causæ separationis; vel in quæstionibus 
peculiaribus in quibus ex lege requiritur Promotoris Justitiæ interventus, vel 
cum interfuit in præcedenti instantia. 
De singulis quædam: 
A) In causis criminalibus interventus Promotoris Justitiæ est necessarius 
cum eidem reservata sit actio criminalis eidemque competat accusationis 
libellum judici porrigere (cfr. can. 1720, § 1). 
Tamen sive in actione instauranda, sive in eadem renuntianda Promotor 
Justitiæ ab Ordinario unice pendet (cfr. can. 1724) cum judicium de oppor-
tunitate actionis criminalis, de eiusdem prosecutione necnon de pœnarum 
applicatione officium Promotoris Justitiæ prætergrediatur (cfr. can. 1717 ssq.). 
Ordinarius enim investigationes per se vel per aliam personam ducit circa 
facta, circumstantias et circa imputabilitatem (cfr. can. 1717) et in hac 
investigatione prævia interventus Promotoris Justitiæ non requiritur, nisi 
Ordinarius diversimode decernat (cfr. Communicationes, a. 1984, p. 190, can. 
381). 
Promotor Justitiæ habet quidem ex lege exercitium actionis criminalis sed 
omnino sub ductu et regimine Ordinarii (cfr. F. Roberti, De processibus, vol. I, 
ed. IV, pag. 304), unde, nisi acta ab Ordinario eidem tradantur post auto-
nomam decisionem processum pœnalem instaurandi, nihil Promotor Justitiæ 
agere potest ne quidem in casu delicti notorii (cfr. can. 1717/1918). 
Consilia Ordinario præbent in decisione ferenda de processu criminali vel 
minus instaurando duo iudices vel alii iuris periti non vero Promotor Justitiæ, 
qui tantum intervenit si Ordinarius decernat instaurationem actionis criminalis. 
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In Codice a. 1917 edicebatur: «actio criminalis uni Promotori Justitiæ, 
ceteris omnibus exclusis, reservatur» (can. 1934). 
B) Causæ nullitatis matrimonii et causæ separationis attingunt bonum 
publicum ex expresso legis præscripto (cfr. cann. 1691-1696), unde interventus 
Promotoris Justitiæ est necessarius. 
In causis separationis semper interventus Promotoris Justitiæ requiritur (cfr. 
can. 1696), in causis nullitatis matrimonii autem tantum cum matrimonii 
nullitas iam evulgata sit et matrimonium convalidari nequeat aut non expediat 
(cfr. can. 1674). 
Agitur de interventu extraordinario, cum matrimonii accusatio de se coniu-
gibus pertineat, ad grave scandalum in communitate fidelium vitandum (cfr. 
Communicationes, a. 1979, p. 259, can. 338, 2). 
Utcumque, cum causæ nullitatis matrimonii sint de bono publico, semper 
adest præsentia Ministerii Publici, seu R. D. Vinculi Defensoris, qui intuitu 
boni publici iura semper matrimonii defendit, proponens et afferens ea omnia 
quæ rationabiliter adduci possunt adversus nullitatem vinculi coniugalis. 
Tamen  interventus extraordinarius Promotoris Justitiæ non excludit inter-
ventus partis vel partium, quæ minime iure privantur petendi declarationem 
nullitatis matrimonii (cfr. Communicationes, a. 1970, p. 189; Ibid., a. 1973, p. 
39, II). 
Promotor Justitiæ surrogat partes cum ipsæ matrimonium non accusant, et 
accusatione peracta nihil amplius peragere debet, quia munere suo functus est 
atque omnes successivi processuales actus sicuti in ceteris causis absolvuntur 
absque necessitate ulterioris interventus Promotoris Justitiæ (cfr. S. R. Rotæ 
Decis., diei 30 ianuarii a. 1936, c. Wynen, Pon., vol. XXVIII, p. 77). 
Unde in casu applicari nequit norma can. 1433. 
«Hæc dispositio legis respicit Promotorem Justitiæ reduplicative sumptum 
seu valet tantum si Promotor Justitiæ qua talis iudicio intervenit non autem si 
idem vestem actoris induens matrimonium accusat» (cfr. Sent. cit., ad 9). 
Ipse enim tantum impulsum ad causam dat, iuxta principium can. 1501 
(nemo iudex sine actore) et hoc sensu eius interventus est necessarius, in 
absentia partium, sed accusatione peracta eius munus uti exhaustum habetur, et 
partes in judicio per proprios Patronos sistunt, causæ instructionem curant et 
iure authonomo appellandi gaudent. 
Etiam vigore can. 1971 Codicis Piani-Benedictini coniuges haud 
habebantur uti incapaces standi in iudicio et tali sensu prodiit decisio 
Pontificiæ Commissionis Interpretationis Codicis diei 4 ianuarii a. 1946, unde 
sententia nullitate argui non poterat vi can. 1892, 2º quatenus lata «inter partes 
quarum altera saltem non habet personam standi in iudicio». 
C) Vigore Codicis Piani-Benedictini interventus Promotoris Justitiæ 
prævidebatur etiam: in processu iudiciali pro dimissione religiosorum (cfr. can. 
664 conl. can. 655, § 2); in procedura pro concedenda ex officio minoribus vel 
minorum iure fruentibus restitutione in integrum (cfr. can. 1688, § 2); in 
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processu de titulo beneficii inter clericos quorum alter mortuus sit aut 
renuntiaverit, Promotori Justitiæ tunc præcipiebatur prosequendi causam ut pro 
beneficii aut ecclesiæ libertate dimicaret (cfr. can. 1734); in definitione 
recursus pro reiectione libelli (cfr. can. 1709); in concessione vel revocatione 
gratuiti patrocinii (cfr. can. 1915, § 2; art. 31 Norm. Rotæ Romanæ 
Tribunalis); in revocatione sententiæ interlocutoriæ (cfr. can. 1841); quando 
iam intervenit in processu primi gradus (cfr. can. 1587 conl. can. 1595). 
Itemque iudex eumdem audire poterat et in causa vocare vel cum declarata 
fuerat contumacia actoris ad prosequendam instantiam si æstimatione ipsius 
iudicis bonum publicum id postulare videbatur (cfr. can. 1850), vel in casu 
exceptionis in iudicem tamen si in causa iam alio titulo Promotor Justitiæ 
intervenire debebat (cfr. can. 1616), itemque in quæstione incidentali admit-
tenda (cfr. can. 1839) et in procedura pro rei sequestratione vel inhibitione 
iuris (cfr. can. 1672), vel in attentatis lite pendente (cfr. can. 1856) pariterque 
si iam intervenire in causa debebat. 
Sed vigentes iuris canonici normæ commemorant ex iis casibus tantum 
præsumptionem necessitatis interventus Promotoris Justitiæ si in præcedenti 
instantia intervenerat (cfr. can. 1431, § 2), dum ceteræ præceptivæ normæ uti 
abrogatæ haberi debent ex can. 6, lº, salvis peculiaribus Normis Tribunalium 
Apostolicæ Sedis ad mentem can. 1402. 
Itemque uti abrogata habenda est norma Instructionis «Provida Mater 
Ecclesia» S. Congregationis Sacramentorum diei 15 augusti a. 1936 pro causis 
nullitatis matrimonii qua prævidebatur interventus Promotoris Justitiæ «ubi de 
lege processuali tutanda agitur» in omnibus quæstionibus præliminaribus vel 
incidentalibus, cum in novo Codice haud recepta sit; utcumque ad normam 
processualem tuendam, iis in casibus, iam adest publicum officium Defensoris 
Vinculi, sed nihil prohibet quominus, si judex existimet necessitatem inter-
ventus Promotoris Justitiæ, eiusdem, pro peculiari quæstione, votum requirat. 
Nova disciplina Codicis uti fundamentum habet principium quod Promotor 
Justitiæ si alio titulo intersit iisdem iuribus gaudet, uti partes in causa, quare si 
partes audiri debeant et Promotor Justitiæ audiendus est, si partes instantiam 
exhibeant ad officium iudicis postulandum, eius instantia «eamdem vim habet» 
(can. 1434), sed numquam tamen ad Promotorem Justitiæ applicari poterunt 
normæ de actoris absentia, de partium interrogationibus ac declarationibus; 
neque Promotori Justitiæ iusiurandum ullum deferri potest (cfr. Commu-
nicationes, a. 1978, p. 239, can. 33, § 2). 
Unde Promotor Justitiæ potest exhibere libellum et articulos pro interro-
gatorio partium (cfr. cann. 1501-1533), ius habet interrogatoriis assistendi et 
interrogationes testibus proponendi (cfr. can. 1561), acta invisendi etiamsi 
nondum publicata (cfr. can. 1678, § 1, 1); itemque, una cum Vinculi Defen-
sore, ius habet replicandi partium responsionibus (cfr. can. 1603, § 3) vel 
supplendi negligentiæ partis in defensionibus exhibendis (cfr. can. 1601); jus 
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habet appellationem interponendi vel querelam nullitatis sententiæ proponendi 
semper tamen in causis in quibus intervenire debet (cfr. cann. 1628-1626). 
Cum Promotoris Justitiæ præsentia et actio in processu ope legis necessariæ 
præcipiantur, acta sunt nulla nisi ad ea ponenda fuerit citatus aut non citatus de 
facto intervenerit (cfr. can. 1433). 
Si citatus non interfuerit acta valent, sed eius examini sunt subicienda ut 
animadvertere possit vel quæ proponenda habeat proponat. Si citatus omnibus 
actis defuerit, acta valent sed videndum est ab Episcopo vel a judice utrum 
congruis sanctionibus puniri debeat (cfr. can. 1457, § 2). 
Nullitas actorum ob defectum citationis necessariæ Promotoris Justitiæ 
debet etiam ex officio declarari quia de bono publico agitur (cfr. can. 1452). 
5) In causis vero contentiosis, etiam in quibus partem habent personæ 
iuridicæ publicæ in Ecclesia, Promotor Justitiæ in causa vocatur tantum si 
Ordinarii arbitrio –vel etiam iudicis decreto– concurrant conditiones a lege 
prævisæ, nempe judicium ab iisdem prudenter elicitum de discrimine boni 
publici in tractatione huiusmodi causarum. 
Iure quo utimur vocatio in causa Promotoris Justitiæ præcipitur etiam in 
causis in quibus ex natura rei eius interventus necessarius sit (cfr. can. 1431); 
sed cum Codex Juris Canonici has causas haud enumeret, logice desumendum 
est eius vocatio pariter competere prudenti æstimationi Ordinarii vel Judicis. 
Apud Nostrum Apostolicum Tribunal Ponenti pertinet vocatio Promotoris 
Justitiæ sive cum ipse exsistimet adesse discrimen in bono publico in causis 
contentiosis, sive cum interventum pæcipiat causis in quibus «ex natura rei 
necessarius dicendus sit, uti in causis impedimenti ad matrimonium contra-
hendum… piæ fundationis quoad eius exsistentiam, iurispatronatus propter 
libertatem Ecclesiæ tuendam, etc.» (cfr. art. 27 Normarum Romanæ Rotæ 
Tribunalis; cfr. etiam F. Roberti, op. cit., vol. I, pag. 309). 
Adnotandum adhuc est: enumeratio de qua supra est mere indicativa  
ad quamdam speciem causarum suggerendam, sed omni in casu interventus 
Promotoris Justitiæ præcipitur a Ponente vel ex officio vel ad instantiam partis 
«cum primum constiterit bonum publicum in discrimen vocari» (art. 118 
Norm. Rotæ Romanæ Tribunalis); admitti potest oppositio partium vel ipsius 
Promotoris Justitiæ ad decretum Ponentis, quo Promotor Justitiæ vocatur in 
causa, et quæstio tunc Turno solvenda remittitur. 
Utcumque «iis in causis, non est præscripta necessitas neque sanctio 
nullitatis, ut in reliquis, sed regula generalis est relinqui iudicio Episcopi in 
causis particularibus æstimare constituendi Promotorem necessitatem et 
opportunitatem, qui si non constituat, iudicium valide procedit absque opera 
Promotoris» (Lega-Bartoccetti, Commentarius in iudiciis ecclesiasticis, Romæ 
1950, vol. I, pag. 157 ad 7). 
Etiam Cl.mus F. Roberti, exemplificate quidem, causas enumerat in quibus 
Ordinarius iubere potest interventum Promotoris Justitiæ si existimet discrimen 
haberi in bono publico, nempe: causas spirituales, de statu personarum, de 
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exsistentia impedimenti ad contrahendum, de legitimis natalibus, de minoribus 
et personis moralibus, de beneficiis, de iurepatronatu quoad libertatem 
Ecclesiæ, de piis fundationibus et adnexis oneribus quoad eorum exsistentiam, 
etc. (cfr. op. cit., pagg. 306-307). 
In his contentiosis causis in quibus iudicio Ordinarii bonum publicum 
expostulat Promotoris Justitiæ interventum, «de facto decernitur ab Iudice 
singulis in casibus et iuxta modum ab eo determinatum. Potest enim Iudex 
Promotorem Justitiæ citare ut adsit tantum cuidam incidenti quæstioni... vel 
etiam quando Iudex aliquid ex officio decernere valet (cfr., v.gr., can. 1452), 
vel ad instantiam partis cuius interest, quoties nempe bonum publicum id 
postulat; tunc autem Iudex vel antequam decretum edat, vel in decreti 
exsecutione citare potest Promotorem Justitiæ ut rationes exponat et tueatur 
bonum publicum, vel ut adsit processui iudiciali dum exsecutioni mandatur 
decretum ex officio datum» (Lega-Bartoccetti, op. cit., vol. I, pag. 158), vel 
denique iudex potest Promotorem Justitiæ ad totam causam vocare ut suo 
munere in tuitione boni publici fungatur. 
Item, etsi in obliquo, affirmatur a Supremo Tribunali Signaturæ Apostolicæ 
in nota sententia diei 15 martii a. 1921, in A.A.S. edita, iuxta quam Promotor 
Justitiæ haud habet, ratione officii, legitimam personam repræsentandi et 
agendi in iudicio nomine personarum iuridicarum, quia «hæc repræsentatio non 
agnoscitur ab iure Promotori Justitiæ sed solummodo Ordinario (cfr. can. 
1635, § 5)»… unde ostendere debet «se agere non in persona sua sed nomine et 
mandato Ordinarii». 
Pergit dein sententia: «Demum considerandum est non satis probatum 
fuisse intercedere in casu rationem boni publici (agebatur de lite inter 
cooperatorem et parochum qua parœciæ repræsentantem), ne sententia Curiæ 
Goritien. ad exsecutionem mandaretur… si parochus enim sententiæ acquies-
cere censuerit et præfatam summam (ad quam damnatus fuerat) solvere potius 
quam ulterioris litis expensas subire, non inde profecto ratio boni publici 
periclitatur» (A.A.S., 1921, vol. XIII, pag. 272) etiamsi summa solvenda esset 
a persona iuridica publica in Ecclesia (cfr. etiam decisionem eiusdem Supremi 
Tribunalis in Congressu habitam a. 1971 et relatam in D. Lazzarato, Iuris-
prudentia Pontificia, vol. II, De causis iurium, Roma 1973, pag. 682). 
Nec aliter edicitur in decreto Rotali diei 15 iunii a. 1979 c. Stankiewicz, 
Pon., in causa Romana, in quo, figura Promotoris Justitiæ in iure canonico 
exposita, explicatur: «ad Collegium igitur pertinet æstimatio an bonum 
publicum, in casu, in discrimen vocetur, et, si ita censuerit, tunc tantummodo 
exquirere debet interventum Promotoris Justitiæ; secus exquirere potest, sed 
minime tenetur id facere et ratio est quia Promotor Justitiæ agit per modum 
consulentis, scilicet lege præcipiente aut judice requirente, manifestat suum 
votum de genuina legis exsecutione sive de re quæsita intuitu auxiliandi 
iudicem» (ad 8). 
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Quando Promotoris Justitiæ interventus necessarius exsistimatur et exinde 
ipse «partem habet in negotio principali, citari quoque debet in incidenti, quod 
nexum habet cum principali, eodem modo quo altera pars est citanda et 
audienda sub pœna nullitatis sententiæ ob citationis defectum» (S. R. Rotæ 
Decis., sent. diei 3 iulii a. 1933 c. Parrillo, Pon., vol. XXV, pag. 421) si vero 
Promotor Justitiæ intervenit tantum in aliqua quæstione incidenti, iudice uti 
auxiliario id præcipiente, non eo ipso sequitur quod intervenire debet etiam in 
quæstione principali, nisi eius interventus, uti supra, in vim legis necessarius 
habeatur. 
Sed quid iuris si hisce in causis contentiosis et casibus in quibus in 
discrimen bonum publicum haberi posset Promotor Iustitiæ non sit vocatus? 
«Iamvero duæ fingi valent hypotheses. 
»Primo revera agi de casu contentioso, in quo ex præscripto et intentione 
can. 1586 Promotor Iustitiæ erat vocandus ut adesset, quippe in discrimen 
vocari poterat bonum publicum, id tamen facere iudex prætermisit. 
»Secundo contingere potest ut Promotor Iustitiæ, quamvis citatus, actibus 
processualibus quibus adesse debeat non intersit. 
»In una et altera hypothesi quæritur: an invocare liceat nullitatem actorum, 
in vim huius canonis § 1. 
»Quoad primum advertimus invocari non posse nullitatem actus vel 
actorum quia Promotoris interventus hisce in casibus et causis remittitur iudicis 
æstimationi seu judicio; quare si postea probari possit ab eo cuius interest, 
quod Promotoris opera vehementer utilis et pene necessaria evasisset pro 
iustitiæ et legis tutela, hæc legitima ratio erit interponendi appellationem vel 
postulandi in integrum restitutionem si casus ferat (cfr. cann. 1687-1906), sed 
locus non est querelæ nullitatis. Nam sanctio nullitatis est taxativa pro causis in 
quibus ex legis præscripto requiritur Promotoris interventus, quæ nullitas, 
proinde, extendi non potest (cfr. can. 19) ad casus et causas in quibus tantum 
ex judicis decreto Promotor requiratur. 
»Ad secundum patet applicandam esse præscriptionem § 2 can. 1587, 
videlicet, Promotore legitime citato et non interveniente, acta quidem valere 
sed hæc eius examini esse subiicienda ut sive voce sive scriptis ea 
animadvertat  
aut proponat quæ necessaria aut opportuna iudicaverit. Hoc autem examen 
nullimode prætermitti potest secus acta utpote non integra ob defectum 
cuiuscumque interventus Promotoris Iustitiæ legitime citati non valent. 
»Attamen in contentiosis attendi debet utrum pars non instans iuri suo 
renunciasse dicenda sit» (Lega-Bartoccetti, op. cit., vol. I, pag. 159). 
Quæ argumentatio plene recipitur in Nostri Fori iurisprudentia. 
Ita in sententia c. Fiore, Pon., diei 9 iulii a. 1976, qua reicitur exceptio ab 
ipsomet Promotore Justitiæ mota de nullitate sententiæ ob eius «absentiam in 
peractis processibus», argumentatur ex eo quod «attento can. 1586 Patres 
censuerunt eam causam non esse nullitatis in casu, cum Ordinarius non neces-
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sarium putaverit interventum Promotoris Iustitiæ. Equidem regula generalis est 
relinqui iudicio Episcopi, in causis peculiaribus, æstimare constituendi Pro-
motorem Justitiæ, qui si non constituit, iudicium valide procedit absque opere 
Promotoris» (R. R. Dec., vol. LXVIII, pag. 229). 
In eodem sensu sententia c. Lefebvre, Pon., diei 15 aprilis a. 1978: 
«In processibus primæ et secundæ instantiæ non interfuit Iustitiæ Promotor, 
quamvis hac in causa bonum publicum in discrimen vocari potuerit (cfr. can. 
1586). Nec ideo tamen nulla sunt acta et sententiæ adhuc latæ ad normam can. 
1587, § 1, cum in causis contentiosis apud tribunalia diœcesana agitata, 
Promotor Iustitiæ constitui debeat quoties iudicio Ordinarii bonum publicum in 
discrimen vocari potest (cfr. can. 1586). 
»Ex actis autem causæ non constat utrum Ordinarii Quitensis et Rivi-
bambensis præ oculis habuerint can. 1586 necne. Quidquid est, secundum 
probatam doctrinam etiam istis in causis “non adest præscripta necessitas 
neque sanctio nullitatis... et iudicium valide procedit absque opere Promotoris” 
(M. Lega-V. Bartoccetti, Commentarius in iudiciis ecclesiasticis, t. 1, Romæ 
1950, pag. 157; L. de Guise, Le promoteur de justice dans les causes 
matrimoniales, Ottawa 1944, pag. 137; J.C. C. Glynn, The promotor of Justice, 
Washington 1936, pp. 81 s.). 
»Quam ob rem merito statuit appellata sententia absentiam Promotoris 
Iustitiæ non esse causam nullitatis sententiarum» (R. Rotæ Decis., vol. 70, pag. 
218, n. 14, d). Cfr. quoque S. R. Rotæ Decis., sent. diei 3 iulii 1933, vol. XXV, 
pag. 421; sent. diei 30 ianuarii a. 1936, vol. XXVIII, pag. 77; sent. diei 10 
martii a. 1954, vol. XLVI, pag. 218; sent. diei 28 novembris a. 1957, vol. 
XLIX, pag. 762. 
Quæ conclusiones plene normas Codicis Piani-Benedictini attingunt sed 
eamdem vim obtinent in nova ordinatione a Codice a. 1983 introducta cum 
præscripta cann. 1430-1433 plene respondeant cann. 1586-1587 veteris disci-





6) Ex hucusque in iure expositis quæstio incidens Nobis proposita paucis 
verbis iam expendi potest. 
Vere utique in iudicio certant personæ iuridicæ publicæ in Ecclesia in causa 
contentiosa a parte actrice intentata ad damna, quæ censet eidem illata, 
refundenda, sed eo ipso haud sequitur causam ipsam in discrimen ponere 
bonum publicum, ita ut in vim legis requiratur necessarius interventus 
Promotoris Justitiæ. Judicium enim de discrimine in bono publico prudenti 
æstimationi Ordinarii vel etiam Judicis relinquitur, quare nulla vocatione 
Promotoris Iustitiæ peracta causa procedet absque interventu Promotoris 
Iustitiæ cum, iure quo utimur, iis in causis haud præcipiatur ex lege eius 
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interventus necessarius unde neque actorum nullitas neque nullitas sententiæ ad 
normam can. 1622, n. 5 admitti potest. 
Utique si una pars est persona iuridica publica in Ecclesia adesse potest 
necessitas tuendi bonum publicum ex parte Promotoris Iustitiæ, ne persona 
iuridica publica iniustum patiatur detrimentum, sed hæc necessitas decernitur 
ab Ordinario vel etiam ab Iudice, qui causam videt. 
Ceterum repræsentatio et tuitio personæ iuridicæ publicæ propriis admi-
nistratoribus pertinet (cfr. can. 118), quique exinde in iudicio stant (cfr. can. 
1480) sub vigilantia et ductu Ordinarii (cfr. can. 1276), qui sibi ius reservat 
interveniendi in casu negligentiæ (cfr. can. 1279) immo et licentiam conce-
dendi standi in iudicio (cfr. can. 1295), unde persona iuridica publica uti 
derelicta haud habenda est etiam sine interventu Promotoris Justitiæ. 
In casu de quo agimus tamen Promotor Justitiæ vocatus fuit ab iudice 
singulis in incidentalibus quæstionibus iuxta normas tunc vigentes Codicis 
Piani-Benedictini uti iudicis auxiliaris et consiliarius in re controversa, non 
autem uti pars necessaria cum Codex aliquando, non casu, iis in quæstionibus 
usus sit verbis «audito Promotore Justitiæ vel Defensore Vinculi si intersint». 
Ita Promotor Justitiæ vocatus fuit et suum votum protulit: 
a) in decreto ferendo a Tribunali Brixiensi quoad suam incompetentiam, 
d. 15 ianuarii a. 1976, qui et decretum ipsum subsignavit; 
b) in recursu de quo in can. 1709, § 3 expediendo a Tribunali Medio-
lanensi iuxta expressum legis præscriptum; 
c) in actione de attentato ad normam can. 1856, § 2 a parte actrice 
proposita; 
d) ad normam can. 1915, 2 Codicis Piani-Benedictini, auditus fuit pro 
concessione Gratuiti Patrocinii mulieri actrici quamvis iam vigere cœpisset 
novus iuris canonici Codex (cfr. Acta orig., 231). 
Unde iudex qui causam vidit præscripta legis, quæ Promotorem Justitiæ 
attingunt, eiusque iura et officia præ oculis habuit et servavit, sed in causa uti 
pars necessaria haud vocavit promotorem Justitiæ cum suo prudenti iudicio 
haud retinuit adesse in casu concreto discrimen in bono publico, unde invocari 
nequit nullitas actorum et sententiæ prolatæ. 
7) Quibus omnibus tam in iure quam in facto mature perpensis atque 
consideratis, habitis Memorialibus Patronorum una cum voto Promotoris 







querelam nullitatis adversus sententiam Tribunalis Diœcesani Mediolanen. 
diei 1 iulii a. 1992 admittendam non esse. 
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Decretum hoc notificetur omnibus, quorum interest, ad omnes iuris 
effectus. 
Datum Romæ, in Sede Apostolici Rotæ Romanæ Tribunalis, die 28 aprilis 
1993. 
 Victorius Palestro, Ponens 
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